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Presentación

Los impactos económicos y sociales de los conflictos armados en el 
mundo han tenido efectos devastadores sobre la población. De acuerdo con 
la UNESCO (2011), la guerra no solo acaba con vidas humanas, sino que 
reduce los medios de subsistencia, aumenta los riesgos sanitarios, disminuye 
el crecimiento económico y desvía recursos públicos de gasto social hacia 
gasto militar. Los conflictos armados afectan de forma diferencial a grupos 
poblacionales en función de su edad, género y condición social. En particular, 
el grupo de los jóvenes resulta ser uno de los más afectados debido a su alta 
vulnerabilidad, dependencia económica y emocional y etapa del desarrollo 
cognitivo y social. 

En concordancia con la UNESCO (2015), los niños que viven en 
zonas afectadas por el conflicto tienen el doble de probabilidad de no estar 
escolarizados, con respecto a los que viven en países no afectados por 
conflictos. Para el caso de los adolescentes, ellos tienen cerca de un 70% 
más de probabilidades de no escolarizarse. Por su parte, la desigualdad en la 
escolarización se pronuncia más en los países con conflictos armados, pues 
el 39% de los niños más pobres logran terminar la educación primaria, en 
contraste con el 77% de los niños ricos que alcanzan a culminar sus estudios 
primarios. Por otro lado, al concentrarse solo en países en vía de desarrollo, 
el 17% de los adolescentes de hogares pobres inmersos en conflictos armados 
logran terminar la secundaria, frente al 37% de los hogares pobres que no 
viven en un contexto de conflicto.

El conflicto armado afecta el desempeño académico de diferentes 
formas: altera los calendarios escolares y los contenidos temáticos de las 
instituciones debido a la interrupción de las actividades escolares por los 
enfrentamientos, deteriora la infraestructura física y restringe el acceso 
a recursos educativos para el aprendizaje como resultado de los ataques a 
las infraestructuras y a la destrucción del material escolar, genera riesgo 
e incertidumbre en las familias y en los estudiantes y puede violentar y 
amedrentar docentes que deben convivir en un escenario de amenazas 
constantes por partes de los grupos implicados en el conflicto, entre muchos 
otros factores. 

En Colombia el conflicto armado no solo ha tenido efectos económicos 
y sociales devastadores, sino que también ha provocado la fragmentación de 
los espacios de socialización y desarrollo de las generaciones más jóvenes, 
en especial de aquellas que viven en la zona rural (Velásquez y García, 2018). 
Los actores del conflicto armado han violentado la libertad, vida e integridad 
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física, mental y emocional de niños, jóvenes y adolescentes, por medio de actos 
de intimidación y acciones bélicas, que a su vez repercuten en sus procesos 
de aprendizaje en este marco de violencia, privando las oportunidades de 
educación con las que podrían transformar sus vidas y frenando a su vez el 
progreso y el desarrollo humano de los países (UNESCO, 2011).

A pesar de los diversos efectos políticos, económicos y sociales 
del conflicto armado en Colombia y dada la importancia de esta temática 
en el escenario nacional de “posconflicto”, existen pocos estudios que 
evalúan el impacto del conflicto armado sobre la calidad de la educación, 
particularmente sobre el desempeño en las pruebas estandarizadas que 
realiza el Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación - Icfes. 
La mayor disponibilidad de información y el desarrollo de nuevas técnicas de 
análisis espacial nos permite enriquecer el marco conceptual y metodológico 
para una mejor comprensión de la relación entre el conflicto armado y las 
variables educativas en un contexto territorial y temporal. 

Partiendo del hecho de que el conflicto armado no se encuentra 
distribuido de forma homogénea a lo largo del territorio nacional y de que su 
intensidad varía en función del poder territorial y económico de los respectivos 
actores, este libro considera un enfoque de análisis espacial para presentar y 
discutir evidencia empírica sobre dicha relación en el marco de un contexto 
dinámico en términos espaciales y temporales. Se entiende entonces que el 
conflicto armado genera efectos “vecindario” a nivel geográfico (Chacón, 
2004). Es decir, la intensidad del conflicto puede tener efectos sobre variables 
educativas que van más allá de los estrictos límites municipales en los que 
tienen lugar acciones como atentados terroristas, homicidios, amenazas y 
desplazamientos forzados. 

De acuerdo con lo anterior, desde el punto de vista técnico, en el 
presente libro se estimarán indicadores locales de asociación espacial como 
el índice de Moran y los indicadores LISA para las variables asociadas al 
conflicto y al rendimiento educativo. Adicionalmente, se estimarán modelos 
econométricos de rezagos espaciales tipo Durbin para identificar los efectos 
espaciales directos (intensidad del conflicto armado en el propio municipio) e 
indirectos (intensidad del conflicto armado de los municipios vecinos) sobre 
el rendimiento académico del municipio en consideración. Este enfoque 
metodológico es nuevo en esta literatura y su aplicación en este contexto 
constituye uno de los principales aportes de este libro.  

El libro se estructura de la siguiente manera. En el primer capítulo, 
se realiza una revisión de literatura de los efectos económicos y sociales del 
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conflicto con el propósito de exponer el alcance y la magnitud de los conflictos 
armados en el mundo sobre las variables de producción, inversión, precios, 
relaciones comerciales, infraestructura física y afectaciones sectoriales, 
entre otros. Desde el punto de vista social, se relaciona también el efecto 
del conflicto sobre las condiciones de vida de las personas incrementando 
las actividades criminales, elevando los niveles de inseguridad, miseria y 
desigualdad, deteriorando la cohesión social y aumentando los niveles de 
corrupción.

 
En el segundo capítulo, y con el propósito de lograr una mejor 

comprensión de la relación entre el conflicto armado y la educación, se 
presenta una amplia revisión de literatura del efecto del conflicto sobre 
diferentes variables educativas. En este caso, se relacionan los efectos 
directos e indirectos del conflicto sobre los niveles de escolarización, 
deserción y logro educativo. En este último, se hace alusión a la evidencia 
nacional e internacional de estudios que utilizan como medida de rendimiento 
académico el resultado en pruebas estandarizadas.

 
En el tercer capítulo, se describe el origen del conflicto colombiano 

y su evolución en el tiempo. El análisis incluye la caracterización geográfica 
en términos de dominio y los atentados terroristas en términos de impacto 
sobre la población civil. El capítulo también describe, desde el punto de 
vista estatal, las diferentes medidas que se han implementado en diferentes 
gobiernos para contrarrestar el avance de los grupos al margen de la ley desde 
la perspectiva militar y judicial y la respuesta que estos grupos han tenido 
a tales políticas. De igual manera, se hace una breve alusión a la firma del 
acuerdo de paz.

 
En el capítulo cuarto, se explica la metodología que se utilizará 

para analizar la incidencia del conflicto armado sobre el rendimiento 
académico. Dado que el conflicto armado tiene una clara incidencia espacial, 
la metodología del presente libro se plantea para abordar tanto un análisis 
exploratorio de datos espaciales como un modelo confirmatorio de efectos 
directos e indirectos del conflicto armado a nivel geográfico. En este orden 
de ideas, en este capítulo se explican los índices de correlación espacial 
univariados y bivariados, se describe la fuente de datos utilizada y se presentan 
los resultados de estadísticas descriptivas para las variables de interés.

 
En el quinto capítulo, se explica el modelo econométrico espacial 

de Durbin y se presentan los resultados de las estimaciones para el periodo 
2003 – 2017. El modelo Durbin permite la estimación de efectos directos e 
indirectos del conflicto. En el primer caso, el modelo considera el efecto que 
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el nivel de conflicto en un municipio i tiene sobre el rendimiento académico 
del mismo municipio i. En el segundo caso, el modelo considera el efecto 
que el nivel de conflicto de los municipios vecinos tiene sobre el rendimiento 
académico del municipio i. El capítulo presenta resultados para diferentes 
medidas del conflicto armado y describe los resultados obtenidos durante el 
periodo de estudio.

 
En el último capítulo, se presenta una sesión de comentarios finales 

en la que se discuten los resultados obtenidos para las diferentes medidas 
del conflicto relacionadas con atentados terroristas, homicidios, desplazados 
y amenazas. El capítulo también plantea algunas recomendaciones con 
relación al fortalecimiento de la política social con enfoque diferencial. 
Aunque se firmó un acuerdo de paz con uno de los principales actores del 
conflicto armado, este último no ha terminado. Por tanto, programas básicos 
de infraestructura, capacitación docente y acompañamiento siguen en la 
agenda educativa del país. En este capítulo también se sugieren líneas de 
investigación derivadas de los resultados de este libro. 

En síntesis, el presente libro pretende ser el punto de partida para 
evaluar el impacto que el conflicto armado ha tenido sobre el desempeño 
académico de los estudiantes de secundaria en Colombia. La afectación de 
los procesos de enseñanza y aprendizaje tienen importantes implicaciones 
sobre la adquisición de conocimientos, competencias y habilidades que 
resultan clave para el desarrollo personal, cognitivo e incluso laboral de 
los estudiantes. En estas condiciones, esta obra contribuye al análisis y 
comprensión de los efectos que el conflicto armado ha tenido sobre el 
rendimiento académico para un periodo de tiempo relativamente amplio con 
un enfoque novedoso que permite considerar las dinámicas espaciales de la 
relación entre las variables bajo estudio.  
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Capítulo 1. Efectos económicos y sociales del conflicto

El conflicto siempre ha existido a lo largo de la historia, no obstante, 
su naturaleza ha ido cambiando. Los conflictos actuales ya no se llevan a 
cabo en campos de batalla, ahora surgen en entornos tanto rurales como 
urbanos. El conflicto nace del desacuerdo en los intereses de dos o más 
grupos de actores que luchan por alcanzar estatus, poder o recursos. Este 
resulta de la incompatibilidad de intereses, creencias opuestas, lucha de 
valores y reclamos de estatus, poder o recursos en una etapa que se intensifica 
y se vuelve destructiva (Davies, 2004).  Según Mashala et al. (2018) existen 
tres (3) categorías de factores que desempeñaron un papel clave en el 
desencadenamiento de los conflictos: políticas económicas deficientes, 
mala gobernanza e incapacidad institucional e intereses geopolíticos a 
nivel tanto regional como global que han generado un deterioro en el tejido 
socioeconómico en todos los niveles. 

En consecuencia, la existencia de las guerras, los conflictos y la 
violencia, tienen efectos devastadores para una sociedad, no solo han dejado 
destrucción y muerte, sino que han limitado el desempeño económico y la 
cohesión social de los países afectados. Según Gates et al. (2010), además de 
las víctimas de guerra, el conflicto reduce el crecimiento del PIB, aumenta 
la mortalidad infantil, disminuye el adecuado acceso al agua, incrementa la 
violación de derechos humanos y aumenta la fragilidad social incrementando 
la exclusión social, económica y política.

La violencia manifestada en diversas ocasiones por medio del conflicto 
ha tenido importantes consecuencias sobre el desarrollo económico y social 
de un país; en general impide que se lleven a cabo dinámicas que permitan 
potenciar la economía y a su vez causa rupturas sociales. De acuerdo con el 
PNUD (2003) los investigadores identifican siete clases de costos asociados 
al conflicto armado: el gasto militar directo; la infraestructura y activos 
materiales destruidos; el valor económico de las vidas perdidas; el costo de 
los daños sociales (salud, desplazamientos de población); las transferencias 
ilícitas (a título, por ejemplo, de secuestros); el desperdicio debido al miedo 
o la incertidumbre (tierras abandonadas, fuga de capitales) y la destrucción 
de intangibles (en particular, de confianza y “capital social”).

Todos estos costos se pueden clasificar en dos grandes grupos, los 
económicos y los sociales. De conformidad con Valencia (2006) entre los 
costos económicos se deben considerar la fuga de capitales (inversión a 
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actividades productivas) y los daños a propiedades y bienes de la población 
(casas, vehículos, enseres). Por su parte, entre los costos sociales se encuentran 
pérdidas en bienes materiales por saqueos, destrucción de viviendas, 
escuelas y centros de salud, así como afectación a las personas por muerte 
y desplazamiento. Además de los secuestros y la pérdida del capital social 
(cambio en los comportamientos y percepciones, corrupción, aislamiento y 
pesimismo). 

En resumen, el conflicto ha provocado importantes repercusiones 
sobre las actividades económicas y el bienestar de la población. En esta 
sección se describen algunos costos económicos y sociales que ha traído el 
conflicto a lo largo del tiempo. 

1.1. Costos económicos del conflicto

El conflicto provoca un retroceso económico con graves consecuencias 
sociales, políticas y sanitarias. Esto ha llevado al desarrollado grandes 
esfuerzos para demostrar las consecuencias y costos del conflicto asociados 
con la actividad económica y crecimiento de un país. Sumado a esto se han 
evidenciado efectos sobre la productividad, el empleo, la asignación de 
recursos, la efectividad de las administraciones locales, así como afectaciones 
sobre la inversión, las relaciones comerciales, los precios, la distribución del 
ingreso y la pobreza.

Inicialmente, los estudios se enfocaron en cuantificar los costos 
económicos a través de las afectaciones sobre el crecimiento de una región o 
país. La evidencia empírica muestra que efectos sobre la composición de la 
actividad económica y el crecimiento del PIB se deben principalmente a la 
destrucción del capital humano y físico, el debilitamiento de las relaciones 
comerciales y el desincentivo de la inversión dada la incertidumbre e 
inestabilidad política, los cuales llevan a la disminución de la producción 
y una pérdida gradual del stock de capital (Collier, 1999). Al analizar estos 
efectos sobre el nivel de crecimiento de corto y largo plazo, se revela que las 
guerras y el conflicto armado tienen mayores impactos en el corto plazo dado 
que en el largo plazo y en estado estacionario este efecto desaparece, puesto 
que se diluye por convergencia (Murdoch y Sandler, 2002), además, con el 
tiempo una economía se puede reparar sola (Murdoch y Sandler, 2004).

En general, las economías que atravesaron por periodos de guerra 
sufrieron una desaceleración del crecimiento económico. Un ejemplo de 
ello es el caso colombiano, para el cual se encuentran grandes costos y 
consecuencias del conflicto armado dada su fuerza y larga duración. Entre 
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1990 y 1998 los costos representaron una pérdida del producto interno bruto 
–PIB- colombiano entre el 1,5% y 4% (Trujillo y Badel, 1997; Álvarez y 
Rettberg, 2008), y entre 2005 y 2006 los costos representaron pérdidas cerca 
del 9% del PIB (Álvarez y Rettberg, 2008). Estos efectos no solo se han 
reflejado a nivel nacional, algunas investigaciones se han interesado por 
comprender los efectos del conflicto a nivel municipal y departamental. En 
el primer caso, Durán (2011) estudió el efecto de la violencia asociada al 
conflicto armado en el crecimiento municipal en Colombia para el periodo 
1998-2008. Encontró un impacto negativo y significativo del conflicto sobre 
el crecimiento generado por ataques de grupos paramilitares. En el segundo 
caso, se encuentran los trabajos de Querubín (2003) para 24 departamentos, 
Triana (2014) para 32 departamentos y Ramos et al. (2017) para ocho 
departamentos. Los resultados de estas investigaciones permiten concluir que 
el conflicto armado provoca una desaceleración del crecimiento económico.

Cuando se desagrega la producción por sectores, se encuentra que 
uno de los sectores más afectados por la violencia, y que ha sido discutido 
ampliamente por la literatura, es el sector turismo, dado que el terrorismo 
reduce significativamente la llegada de turistas. De acuerdo con Enders et al. 
(1992), los países europeos que dependen del turismo como fuente de divisas, 
pierden grandes ingresos turísticos debido al terrorismo. En esta línea, Drakos 
y Kutan (2003), en un estudio para tres países mediterráneos, encontraron 
que la intensidad de los actos terroristas y la ubicación geográfica de los 
incidentes tienen importantes efectos en las cuotas de mercado de los países 
involucrados. Así mismo, Llorca (2008) para países del G7, evidencia que el 
terrorismo doméstico e internacional tienen una influencia negativa moderada 
sobre el flujo de turismo, dado que el número de víctimas domésticas y los 
ataques internacionales son factores relevantes en el momento de los turistas 
extranjeros realizar su elección. 

Otros sectores afectados por el conflicto son la industria, la producción 
de café y el sistema financiero. Gunduz y Sezgin (2004), en un análisis para 
el sudeste de Turquía para el periodo de 1984-2000, encontraron que la 
industria es el sector más afectado negativamente por el conflicto armado. 
De igual forma, Kutan y Yaya (2016) sugieren que el terrorismo persistente 
disminuyó el crecimiento de la producción industrial y aumentó la volatilidad 
en la industria y el café en Colombia. Adicional a esto hallaron que el 
terrorismo tiene un efecto significativo en el cambio del mercado de valores 
y un impacto de corta duración en la volatilidad en la Bolsa de Valores, donde 
los inversores responden de forma marginal.

En línea con el último efecto mencionado, Rigobon y Sack (2005) 
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a partir de estimaciones por el método de variables instrumentales (IV) y el 
método de momentos generalizado (GMM), encontraron que los aumentos 
en el riesgo de guerra causaron caídas considerables en los rendimientos 
del tesoro, en los precios de las acciones reportaron una ampliación de los 
diferenciales de rendimiento corporativo, una caída del dólar y un aumento 
en los precios de los futuros del petróleo. Así mismo, Barros et al. (2009) 
analizan el caso del País Vasco para establecer los efectos que tuvo la 
actividad terrorista del grupo ETA con respecto a las medidas de política 
y el índice bursátil del país entre 2001 y 2005, los autores encontraron que 
un aumento del nivel de violencia diaria en las calles provoca una caída del 
índice bursátil en el periodo posterior.

Es importante mencionar que no solo se ven afectados indicadores 
económicos a nivel interno, las afectaciones del conflicto armado tienen a su 
vez consecuencias sobre la inversión extranjera y las relaciones comerciales. 
De acuerdo con Enders y Sandler (1996), las campañas terroristas tienen 
impactos significativos, acumulativos y permanentes en las tenencias netas 
de capital extranjero, mostrando reducciones de la Inversión Extranjera 
Directa [IED] de un 13.5% anual para el caso español y del 11.9% para el 
caso de Grecia traducidas en pérdidas del equivalente al 7,6% y el 34,8% de 
la formación bruta de capital fijo anual. En esta línea, Abadie y Gardeazabal 
(2008) analizan el efecto del terrorismo en una economía mundial integrada 
utilizando un modelo estándar de crecimiento endógeno. Las estimaciones 
sugieren que el incremento de una desviación estándar en la intensidad 
del terrorismo produce una disminución en 5% en la inversión extranjera 
directa. De acuerdo con Sandoval y Martínez (2010), la disminución del 
conflicto armado ofrecería escenarios para los cuales existan incentivos para 
la inversión extranjera, impulsando de esta forma el crecimiento económico, 
favoreciendo la productividad y la calidad de vida.

Con relación al comercio internacional, Nitsch y Schumacher (2004) 
encontraron que el primer acto terrorista en un par de países reduce el comercio 
bilateral en casi un 10%; si un país sufre de ataques terroristas comercializa 
solo alrededor del 91% de lo que los dos países comercializarían, si estuvieran 
completamente libres de actos de terrorismo. Además, todo tipo de violencia 
doméstica reduce considerablemente el comercio, independientemente de si 
toma la forma de asesinatos, actividades guerrilleras, purgas, disturbios o 
revoluciones.

Por otro lado, algunos trabajos se han enfocado en analizar la relación 
que puede existir entre estas acciones bélicas con respecto a los precios de 
distintos bienes. En esta línea aparecen los trabajos de Dube y Vargas (2013) 
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y Ajzeman et al. (2014) quienes analizan el caso colombiano y mexicano. En 
el primer caso, los autores a partir del análisis por el método de diferencias en 
diferencias de un panel equilibrado con 978 unidades municipales concluyeron 
que la caída de los precios del café indujo a un aumento de 0.09, 0.02 y 0.10 
puntos porcentuales en ataques de guerrilla, paramilitares y enfrentamientos 
respectivamente. Por otro lado, el incremento en los precios del petróleo se 
tradujo en 0.08 más ataques a municipios petroleros respecto de aquellos no 
petroleros. En el segundo caso, los autores a través de la estimación de un 
panel de datos concluyeron que la violencia generó un efecto distributivo 
regresivo donde un aumento en los homicidios en una desviación estándar, 
en promedio disminuye en un 3% los precios de las viviendas de la población 
de bajos ingresos.

Con relación a la productividad y el empleo, se evidencia que el 
conflicto los afecta principalmente a causa del desplazamiento de la población, 
en algunos casos la simple presencia no tendría repercusiones sobre estas 
variables. Por ejemplo, García y Quiroga (2017) realizan un análisis sobre la 
productividad de los departamentos colombianos a través del uso del suelo de 
esos territorios, el cual les permite concluir que la presencia de grupos armados 
en los territorios no explica la falta de competitividad y productividad del 
país, ya que, sin importar qué tan expuesto se ha encontrado el departamento 
al conflicto armado, el porcentaje de tierra utilizada a la vocación productiva 
es demasiado baja. En contraposición, Romero (2019) evidencia que existen 
dos mecanismos mediante los cuales el conflicto afecta la productividad 
ganadera. El primero asociado al desplazamiento que obliga a abandonar las 
actividades productivas y el segundo relacionado con los costos adicionales 
en que se incurren para permanecer en la zona. 

Como consecuencia del desplazamiento no solo se ve afectada la 
productividad, sino también el empleo. De acuerdo con Restrepo y Aponte 
(2009), la población desplazada debe adaptarse a un nuevo estilo de vida 
y buscar un nuevo trabajo. Esto a su vez da lugar a nuevas problemáticas 
dado que cuando la población empieza a migrar a otras ciudades, aumenta 
el desempleo y la informalidad. Por otra parte, aumenta la participación de 
la mujer en el mercado laboral por su nuevo rol como jefe de hogar. En esta 
línea, de acuerdo con Merlano (2015) la participación laboral de las mujeres 
expuestas al conflicto es mayor que la de los hombres, lo que obedece a 
la vinculación de los hombres a grupos armados y el cambio de rol de las 
mujeres como jefe de hogar.

Desde la perspectiva de asignación de recursos, la literatura sugiere 
que cuando se atraviesa un periodo de guerra el Gobierno tiende a destinar una 
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gran proporción de recursos para la guerra e impide que las administraciones 
locales cumplan de manera efectiva con la provisión de algunos servicios. 
Se ha evidenciado que se destina un gran porcentaje de recursos en gastos de 
guerra, que podrían ser dirigidos a la mejora de los servicios como educación, 
salud y vivienda (Castellanos, 2016). Eckstein y Tsiddon (2004) demuestran 
que cuando aumenta el terror, la respuesta del Gobierno no es compensar 
por completo la situación. En las economías que enfrentan el terror, aunque 
el gasto del Gobierno en seguridad es mayor, la vida es en promedio menos 
segura y más corta, el crecimiento es más lento y la producción y el consumo 
en estado estacionario son más bajos.

En este sentido, Rodríguez (2009) afirma que el conflicto armado ha 
afectado el cumplimiento de funciones asociadas a la provisión de servicios 
de salud, educación y saneamiento, reduciendo la calidad de educación, 
disminuyendo los indicadores de saneamiento y efectos negativos en la 
provisión de servicios de salud a excepción del régimen subsidiado que por la 
estructura del sistema de aseguramiento y las características de la población 
ente tiene un efecto positivo.  

Con relación a la distribución del ingreso y la pobreza, diferentes 
autores analizan cómo esta dinámica profundiza la desigualdad de ingresos 
y se concentra en ciertos grupos respectivamente. García (2015) a partir de 
un estudio para el caso colombiano llegó a la conclusión de que existe una 
relación positiva entre las variables del conflicto y el coeficiente de Gini a 
nivel departamental durante el período 1988-2012 y que estos efectos son 
más fuertes cuando participa el Estado en los diferentes enfrentamientos. 
Por otro lado, Di Tella et al. (2006) analizaron para el caso argentino cómo 
se distribuyen los aumentos de la delincuencia entre los diferentes grupos 
de ingresos para el período 1990-2001 concluyendo que las personas de 
más bajos ingresos son las principales víctimas, cuya tasa de exposición a 
homicidios fue 1.5 veces mayor a la observada en las personas de mayores 
ingresos. 

Las consecuencias del conflicto permiten identificar aspectos 
objetivos y subjetivos de la pobreza, donde los primeros están asociados a 
la ausencia de satisfacción de necesidades fundamentales y los segundos a la 
percepción de los afectados. No obstante, resaltan más los aspectos asociados 
a la pobreza subjetiva dada la ausencia de seres queridos, salud y libertad 
por las nuevas condiciones de vida impuestas por el conflicto, especialmente 
por el desplazamiento, limitándose el disfrute de la vida y las posibilidades 
para trabajar (Daza, 2020). De acuerdo con Restrepo y Aponte (2009) se han 
discutido los canales a través de los cuales el conflicto empeora la pobreza, 



16

sin embargo, la pobreza también es un factor determinante del conflicto, 
existiendo de esta forma una doble causalidad entre las variables.  La 
evidencia empírica ha encontrado que la fragmentación y desigualdad están 
asociadas con el conflicto, donde los enclaves sociales y económicos están 
relacionados con el surgimiento duración e intensidad del conflicto (Restrepo 
y Aponte, 2009). 

Finalmente, al caracterizar las consecuencias económicas del 
conflicto para el caso colombiano se encuentra que estas se pueden resumir 
y agrupar en dos, directas o indirectas. Las primeras están asociadas con 
infraestructura física, costos de secuestros y extorsiones, gastos en defensa 
(Álvarez y Rettberg, 2008). Entre los costos directos, Trujillo y Badel (1997), 
encuentran que, del total de costos brutos de la criminalidad, la pérdida de 
vidas representa 31%, el exceso de gasto militar el 22%, el gasto en seguridad 
el 17%, los delitos patrimoniales el 15%, el secuestro, el robo y la extorsión el 
12% y el terrorismo el 2%. Así mismo, Álvarez y Rettberg (2008) evidencian 
que el conflicto dejó importantes pérdidas en infraestructura petrolera, 
eléctrica y de comunicaciones, además de afectar infraestructura vial (peajes 
y puentes). Adicional a esto, se encuentran grandes pagos de rescate y gastos 
estatales destinados a la prevención y control de secuestros, junto con altos 
costos por extorsiones principalmente a ganaderos y los gastos en defensa y 
seguridad nacional. Por su parte, en los costos indirectos, se relacionan las 
pérdidas en la productividad, deficiente distribución de ingresos, reasignación 
de recursos y debilitamiento de relaciones comerciales e inversión (Álvarez 
y Rettberg, 2008).

1.2. Costos sociales del conflicto 

De acuerdo con Wood (2010), algunos procesos sociales 
desencadenan efectos que pueden ser permanentes. En primer lugar, la 
movilización política es un proceso social que busca la atención del Estado 
ante ciertas inconformidades. Cuando estas no son atendidas o cuando el 
Estado decide ejercer violencia, se forman movilizaciones secretas por 
grupos de insurgentes, además de formarse movilizaciones de élites locales 
que buscan sacar provecho de la situación, dando origen al conflicto armado. 
La población común se ve gravemente afectada ante esta circunstancia dada 
la violencia política, sexual y psicológica a la cual se ve sometida, causando 
que las víctimas se retiren de la interacción social y vivan aisladas (Wood, 
2010).

En segundo lugar, se da un proceso de socialización militar, donde 
a través de redes de apoyo se crean memorias del conflicto. Luego de esto, 
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viene la polarización de identidades locales, donde los actores sociales toman 
partido con el fin de obtener un beneficio o buscar protección. El efecto de 
la polarización es la segregación de comunidades que se ven obligadas a 
huir por amenaza de los grupos armados en forma de limpieza social, donde 
obligan a la comunidad que no es aliada a salir de la zona. A su vez, como 
consecuencia de la polarización y la violencia, surge la militarización con la 
conformación de nuevas alianzas del Estado con los diferentes actores para 
combatir el conflicto (Wood, 2010). 

En el caso del desplazamiento forzado, diferentes estudios sugieren 
importantes implicaciones sobre la salud mental, causando depresión, 
ansiedad y estrés postraumático, así como conductas antisociales, agresivas 
y violentas. Modell y Haggerty (1991) afirman que la guerra cambia el 
papel de la mujer, provoca estrés postraumático, dificulta el proceso de 
reincorporación a la sociedad civil, genera problemas psicológicos o de 
comportamiento.  Estas afectaciones que se convierten en un obstáculo 
para la reinserción a la población civil, en la que se hace necesario la 
implementación de programación de atención y prevención (Castañeda 
et al., 2018). Adicionalmente, durante el desplazamiento se deterioran las 
condiciones de vida y se restringe su libertad de expresión (individual y 
colectiva), en opiniones políticas, preferencias electorales u opiniones sobre 
las políticas gubernamentales. Esto se debe principalmente a la amenaza y 
persecución que sufren, además que durante el conflicto eran obligados a 
votar por un candidato del régimen imperante (Rocha, 2017).

En esta línea, Luque (2016) reafirma que el desplazamiento no solo 
provoca pérdidas materiales, sino que a este se unen afectaciones psicológicas 
que perjudican la estructura familiar y el equilibrio personal. Las fracturas 
familiares se dan por la pérdida de familiares, violencia y maltrato familiar, 
pérdida de ingresos y empleo. Por lo tanto, se puede afirmar que las familias 
son las que reciben de manera directa los impactos del conflicto, siendo 
diferenciados los efectos para cada miembro de estas. Dentro de los impactos 
se encuentran secuestro, viudez, desplazamiento, muerte, amenazas, 
extorsión, lo cual lleva a la desintegración de la familia y cambios en las 
relaciones, funciones y roles (Cifuentes, 2009).

De acuerdo con Cifuentes (2009), se evidencian cuatro grandes 
efectos del conflicto armado sobre las familias: pérdidas que afectan su 
composición y estructura (pérdida de miembros, pertenencias, abandono), 
actores y factores externos que afectan la dinámica relacional (imposición 
de normas), conflictos en las relaciones intrafamiliares (crisis emocionales, 
culpabilidad, agresividad, cambios de comportamientos) y transformaciones 
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del medio en el que se desenvuelve la familia (discriminación, inseguridad, 
escasez de recursos). Se crean nuevas formas de organización donde priman 
las familias monoparentales y familias mixtas donde los abuelos guían 
las nuevas generaciones dadas las afectaciones sobre los padres (padres 
asesinados, madres inmersas en el mercado laboral). 

En el caso de las mujeres y de acuerdo con Wood (2010), se 
transforman los roles de género, donde las mujeres y niñas asumen roles 
como combatientes e interlocutoras de la autoridad, y desempeñan nuevas 
formas de trabajo. La mujer no solo es víctima de los abusos del conflicto, 
en muchas ocasiones enfrentan papeles activos como combatientes dentro de 
los grupos armados, como líderes sociales o constructoras de paz. En cierta 
manera, el conflicto permitió que la mujer participara en esferas sociales y 
políticas, dando paso a la creación de organizaciones y transformación de la 
sociedad (Barros y Rojas, 2015).

De otro lado, el conflicto también lleva a nuevos patrones de 
producción y trabajo. Algunas zonas rurales son altamente disputadas, 
abandonando el comercio y enfocándose en la agricultura y, en algunas 
ocasiones, en producción de cultivos ilícitos. En general, la guerra fragmenta 
los mercados rurales, las redes de transporte dejan de funcionar, la producción 
se estanca y las instituciones financieras retiran sus servicios (Wood, 2010). 
En esta línea, Posada (1968) afirma que la violencia en Colombia desató la 
expropiación de tierras, destrucción de infraestructura, persecución política, 
hostigamiento a los agricultores. Esto llevó a la miseria, mendicidad, 
vagancia, prostitución. Adicional a esto, la violencia también apareció 
como instrumento para favorecer la especulación con los frutos del trabajo 
y para generar turbios negocios de comercio. De acuerdo con Luque (2016) 
se desarticulan territorios, los espacios rurales se modifican, sustituyendo 
actividades agrícolas por extractivas, desapareciendo paisajes agrarios que 
fueron construidos a lo largo de muchas generaciones. Esto compromete la 
soberanía alimentaria de la región, dado que desaparecen las producciones 
de subsistencia.

Cuando se consideran las consecuencias sobre el desarrollo mundial, 
los puntajes de todos los indicadores de desarrollo disminuyen. Como 
ejemplo de ello, se encuentran los trabajos de Gates et al. (2012, 2016), en el 
que se analiza el efecto del conflicto sobre el cumplimiento de los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio [ODM] y las consecuencias en el desarrollo a nivel 
mundial durante el período 1970-2008. En el primer caso, utilizando modelos 
de regresión de efectos fijos, encontraron que los países en conflicto tienen 
menos puntajes para todos los indicadores ODM, además las estimaciones 
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del conflicto de gravedad media aumentan la proporción de la población 
desnutrida en aproximadamente 3.3%. Adicional a esto, el conflicto reduce la 
expectativa de vida en un año si este conflicto tuvo más de 2.500 muertes y 
disminuye el PIB per cápita en un 15%. En el segundo caso concluyen que el 
conflicto genera un “desarrollo en reversa” con un efecto negativo marcado 
con respecto a los ODM, así como con poner fin a la pobreza, hambre y 
mortalidad infantil.

Finalmente, al analizar el caso colombiano, se encuentra que el 
desarrollo humano se ve afectado a través de las afectaciones directas a 
las personas o hacia el contexto social, económico, político e internacional 
(PNUD, 2003). Los costos humanos son altos, entre el 15% y 27% de las 
muertes en Colombia se asocian a la guerra, además de pérdida de entre tres y 
seis meses de esperanza de vida. Con relación a la educación, se observa que 
son muchos los estudiantes que dejan de ir a la escuela porque fue destruida, 
sus maestros murieron o huyeron, fueron desplazados, no pueden pagarla o el 
presupuesto educativo fue desviado al gasto militar. La deserción escolar es 
mayor en municipios donde actúan paramilitares y la guerrilla, con un efecto 
más grande donde solo hay presencia de estos últimos. Se debe considerar 
que en los municipios que existe la presencia de estos grupos también pueden 
reportar una mayor desigualdad en estos municipios o una menor calidad de 
vida (PNUD, 2003). 

Finalmente, Sánchez y Díaz (2005) encuentran que los efectos sociales 
de la actividad armada ilegal en Colombia llevan a una menor acumulación 
de capital humano, menor participación en el mercado laboral y menores 
ingresos. Además, el conflicto tiene efectos colaterales como la destrucción 
de la cohesión social, el aumento en los costos de transacción (costos de 
transporte), deterioro institucional, corrupción y congestión judicial.
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Capítulo 2. Efectos del conflicto sobre la educación

La educación es un tema que ha llamado la atención de investigadores 
de diferentes áreas del conocimiento considerando las implicaciones 
que tiene en el desarrollo y crecimiento de las economías. Los procesos 
educativos contribuyen a la adquisición y desarrollo de habilidades y 
capacidades necesarias para enfrentar las dinámicas económicas y sociales. 
Sin embargo, dichos procesos se pueden ver obstaculizados o interrumpidos 
por las distorsiones generadas por la violencia y el conflicto. El conflicto 
no solo impide el acceso a la educación o interrumpe el proceso formativo, 
también tiene importantes repercusiones sobre el desarrollo cognitivo de los 
estudiantes, afectando el nivel de aprendizaje. 

2.1. Conflicto y educación: aspectos generales

El conflicto debilita los sistemas educativos, destruye infraestructura, 
causa alteraciones psicológicas de estudiantes y profesores, afecta el desarrollo 
cognitivo de los estudiantes y esto finalmente dificulta el aprendizaje. Con 
todo lo anterior, el conflicto destruye las posibilidades de educación de la 
población. Más allá de los daños físicos, el conflicto vulnera las condiciones 
de vida de los estudiantes, docentes y sus familias de diversas maneras. De 
acuerdo con Ramos y Miranda (2012),  los factores socioculturales ligados 
al conflicto, es decir, desplazamiento, muerte de personas de la comunidad, 
abandono del hogar por asesinato o reclutamiento, entre otras, han generado 
en los estudiantes prácticas y conductas violentas consideradas como 
consecuencia de estos hechos traumáticos; lo que a su vez ha obstaculizado 
los procesos de aprendizaje debido a que todo lo anterior “ha generado en 
el aula de clases desatención, peleas entre compañeros, los jóvenes todo el 
tiempo están a la defensiva, son distraídos, no hablan, no preguntan” (Ramos 
y Miranda 2012, p. 87).

Así mismo, se vulnera la estabilidad en el hogar por los constantes 
enfrentamientos y desplazamientos, se restringe el acceso a la alimentación por 
la pérdida de cultivos y formas de obtener recursos para su manutención, además 
de producirse procesos de reclutamiento de la persona a cargo del hogar que 
profundizan e incrementan los daños causados (Osorio, 2016). Todo lo anterior 
ocasiona que en los estudiantes se presenten “conductas propias de las víctimas 
de hechos violentos como son la depresión, el aislamiento, la agresividad, 
intolerancia y dificultades para el aprendizaje; situaciones que se tornan más 
dramáticas al estar cruzadas por una extrema pobreza” (Osorio, 2016, p. 8).
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Los niños que padecen traumas, problemas de inseguridad y 
desplazamientos tienen pocas probabilidades de desarrollar todo su potencial 
de aprendizaje. En concordancia con Gamboa et al. (2019) en el marco del 
conflicto se destaca la vulneración de los derechos de los niños y niñas, quienes 
representan la mayor parte de la población desplazada como consecuencia de 
esta dinámica y la cual debe adaptarse de manera abrupta a nuevas condiciones 
de vida que generalmente no ofrecen garantías para el desarrollo de los proyectos 
de vida, lo que desemboca en que esta población deba incurrir en la indigencia 
e ilegalidad. De acuerdo con Justino (2011) existen diferentes mecanismos 
mediante los cuales, el conflicto armado puede afectar los resultados educativos. 
En primer lugar, se encuentra el reclutamiento de niños por ejércitos y grupos 
rebeldes, lo cual afecta tanto su desempeño económico como psicológico, a 
través de barreras en la obtención de los beneficios de la educación. Igualmente, 
los desplazamientos causados por la guerra privan a los niños de la educación, 
debido a la interrupción de una vida normal y a la inseguridad.  

Otro mecanismo, está asociado con la decisión de las familias de 
enviar a trabajar a los niños en reemplazo de los adultos muertos o afectados 
por el conflicto, donde la incertidumbre de los ingresos puede afectar 
negativamente la calidad y cantidad de la educación, reduciendo el capital 
humano (Justino, 2011). Adicional a esto, se considera que el miedo afecta 
los resultados educativos, puesto que genera inseguridad al momento de 
inscribir los niños a las escuelas por el riesgo de ataques violentos. A menudo, 
las escuelas, docentes, estudiantes y el personal son blancos de ataque.  Los 
actores del conflicto armado se apoderan de la infraestructura educativa 
para sus combates en las zonas rurales, impidiendo un acceso continuo a 
la educación. Además, los actos violentos perpetrados por tales actores del 
conflicto incrementan el temor de los niños a asistir a clases, de los docentes 
a impartirlas y de los padres a enviar a sus hijos a la escuela, aumentando con 
ello la deserción escolar (Davies, 2004; Naciones Unidas, 2010; Velásquez y 
García, 2018).

Sommers (2002) plantea que la calidad en el sistema educativo 
se ve afectada debido a que: a. Las escuelas suelen estar mal dotadas de 
servicios y materiales educativos básicos; b. Los maestros también suelen 
ser violentados, amedrentados y mal pagos, lo que reduce su desempeño; c. 
Las escuelas ubicadas en zonas de conflicto suelen estar desconectadas de 
las políticas y las dotaciones que brinda el sistema de educación nacional. 
Adicionalmente, la supervisión a los maestros y la aplicación de pruebas 
nacionales suele ser deficiente o inexistente.

En términos generales, la relación entre conflicto armado y 
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educación no es unívoca. Esto quiere decir que, si bien los conflictos generan 
consecuencias importantes en los sistemas educativos, la educación también 
puede llegar a ser un factor subyacente de la dinámica política que empuja a 
un país a diferentes tipos de conflictos sociales. Por ejemplo, en determinadas 
circunstancias, los sistemas de educación pueden atizar los resentimientos, 
las tensiones sociales y las desigualdades que incentivan a las comunidades a 
confrontaciones violentas (UNESCO, 2011). 

Sin embargo, tras una revisión de literatura cuantitativa sobre educación 
y violencia política, Østby y Urdal (2010) concluyen que la educación en 
todos los niveles reduce la mayoría de las formas de violencia política dado 
que crea estabilidad social y política. La inversión gubernamental reduce los 
conflictos al estimular el desarrollo y lograr la igualdad social. Igualmente, 
los mayores niveles de logro educativo aumentan el costo de oportunidad de 
que los jóvenes participen de grupos armados. 

Por lo tanto, la educación también se percibe como un mecanismo 
que puede evitar los conflictos. Esto puede ser posible a través de inversiones 
en la mejora de la calidad de la educación, reconocimiento del costo de 
oportunidad de las actividades delictivas, el adoctrinamiento y la cantidad 
de educación ofrecida (Giraldo y Ojha, 2017). Se ha demostrado que, si los 
jóvenes con educación secundaria se duplican del 30% al 60%, el riesgo de 
vivir conflictos se podría reducir en la mitad. Adicionalmente y de acuerdo 
con la UNESCO (2014), se concluyó bajo un estudio de 55 países entre 
1986 y 2003, que cuando se duplica la desigualdad en la escolarización, la 
probabilidad de sumergirse en conflictos se duplicaba con creces del 3,8% al 
9,5%.

2.2. Conflicto y educación: escolarización y deserción

Al realizar una revisión de los efectos del conflicto sobre la educación 
en diferentes países, Jones y Naylor (2014) concluyen que el conflicto reduce 
los años de escolaridad, limita el acceso a la educación y aumenta la deserción 
escolar. Así mismo, Buvinic et al. (2013) realizó una pequeña revisión de 
literatura sobre el vínculo de la escolaridad y el conflicto armado, la cual 
evidenció que el conflicto armado afecta la escolaridad a corto plazo.  

 
En primer lugar, al analizar el efecto de los conflictos en la 

escolarización de la población, se evidencia que la acumulación de capital 
humano disminuye cuando los estudiantes están expuestos a la violencia 
antes o durante su etapa escolar. En este sentido, León (2012) utilizando un 
análisis exógeno y de localización geográfica para identificar las pérdidas 
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promedio en el rendimiento educativo a largo plazo respecto a los promedios 
locales y anuales, estudia el efecto de la exposición al conflicto civil sobre 
el rendimiento educativo a corto y largo plazo en Perú para el periodo 1993-
2007. Los resultados muestran que la exposición a la violencia antes de entrar 
a la edad escolar, reduce los años de educación de una persona promedio 
en 0,31 años; estos efectos son más fuertes a corto plazo que a largo plazo. 
Mientras que aquellos que se exponen a la violencia durante su edad escolar, 
logran nivelarse con aquellos que no estuvieron expuestos a largo plazo.

Adicionalmente, se ha evidenciado que existen efectos diferenciales 
del conflicto sobre el nivel de escolarización de una población, dadas las 
diferencias en los ingresos, género y ubicación geográfica. Akresh y Walque 
(2008) examinaron el impacto de la exposición al genocidio de Ruanda 
en 1994 sobre la escolarización de los niños de primaria, a través de un 
modelo de diferencias en diferencias. Los resultados permitieron concluir 
que la escolarización se redujo en un año, siendo un valor significativo para 
la región, considerando que el promedio de escolarización es de seis años. 
También hallaron que el impacto negativo del genocidio en los niños de 
hogares que no son pobres es más fuerte que en los niños de hogares pobres. 
Estos resultados refuerzan la hipótesis de que el impacto del genocidio podría 
caracterizarse como un shock negativo que lleva a todos a un bajo nivel de 
resultados escolares. 

Así mismo, según Omoeva et al. (2018), en un estudio dirigido a 100 
países para los años de 1960 hasta 2010, encontró que los años de escolaridad 
disminuyen de un 0,6 a 1,5 por ciento para los países que alguna vez han 
experimentado conflictos en relación con los años promedio de escolaridad 
entre los países afectados por conflictos. En cuanto a la desigualdad se 
encontró que el conflicto aumenta la desigualdad educativa entre los grupos 
de riqueza en 1.1 a 1.3 puntos porcentuales. 

Utilizando la misma metodología, Chamarbagwala y Moran (2010) 
evaluaron los efectos de la guerra civil en Guatemala sobre la acumulación 
de capital de la población en edad escolar, durante el periodo 1960-1996. 
Para ello, comparan la diferencia en escolarización de las cohortes en edad 
escolar frente a los que ya habían completado la edad escolar en 1960 en 
departamentos con alta y baja intensidad de guerra. Los resultados sugieren 
que la guerra civil en Guatemala pudo aumentar las desigualdades de género, 
regionales, sectoriales y étnicas en la escolaridad. Se evidenciaron grandes 
impactos negativos de la guerra civil en la educación de hombres y mujeres 
mayas rurales entre 1960 y 1996, donde los años de escolaridad disminuyeron 
en 6, 15 y 23 por ciento para hombres y 3, 12 y 30 por ciento para mujeres, 
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para los periodos de guerra 1960-1978, 1979-1984 y 1985-1996. Esto se debe 
a que en la primaria recibieron menos escolaridad dada la exposición a la 
guerra.

Resultados similares encuentra Parlow (2011), al estudiar el conflicto 
resultado de la insurgencia en India sobre los resultados educativos de niños 
en edad escolar, encuentra que la insurgencia en Cachemira (India) durante los 
años 90 provocó una disminución en la tasa de escolarización, especialmente 
en las niñas, las cuales tienen hasta 3,5 años menos de escolaridad. Así mismo, 
creó una brecha de desigualdad en el acceso a la escuela por parte de las 
personas de las zonas rurales vs. las zonas urbanas. Del mismo modo, Singh 
y Shemyakina (2016) exploraron el efecto a largo plazo de la insurgencia 
de Punjub de 1981-1993 en el logro educativo de las personas que tenían 
entre 6 y 16 años en el momento de la insurgencia donde encontraron un 
efecto negativo principalmente por las mujeres, con mayor intensidad para 
las mujeres en las zonas rurales, lo cual es consistente con la evidencia que 
sugiere que el conflicto tuvo lugar principalmente en las aldeas.

Por otra parte, Márquez et al. (2015) estudian los efectos de los 
incrementos de la violencia experimentada en México después de 2006, 
conocida como "La guerra contra las drogas" sobre la acumulación de capital 
humano. Utilizando modelos de efectos fijos y diferencias en diferencias, 
encuentran que ha existido un pequeño impacto en el número de estudiantes 
matriculados en escuelas básicas y secundarias superiores en México como 
resultado del aumento de la delincuencia. Esto es explicado por la migración 
a lugares más seguros y no por un efecto directo en las decisiones de 
educación de las personas. Así mismo, Youkhana (2017) evaluó el impacto de 
la violencia en Iraq en 2003-2010 para las personas de 7 a 23 años. Utilizando 
una correlación de Pearson y un modelo de regresión lineal encontró que la 
educación había disminuido drásticamente, además, la mayoría de hogares 
se encontraban en zonas donde las muertes por cada 100.000 habitantes eran 
muy altas.

Estos niveles de desescolarización pueden estar asociados a 
diferentes factores sociales y políticos. Gamboa et al. (2019) identificaron 
tres características correlacionadas con la condición de desescolarización 
de estudiantes del municipio de Ocaña (Norte de Santander): el carácter 
sociodemográfico de los individuos, los beneficios recibidos por parte del 
Estado y la condición de víctima del conflicto. Esta última está asociada a 
las condiciones de vulnerabilidad del estudiante y su grupo familiar, tales 
como la exposición a enfrentamientos, la pérdida de un ser querido y el 
desplazamiento.
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En segundo lugar, al considerar los efectos de la guerra y el conflicto 
sobre la asistencia y deserción escolar, se encuentra una relación negativa 
con la asistencia y positiva con la deserción. Di Maio y Nandi (2013), en un 
estudio dirigido al efecto del conflicto entre Israel y Palestina sobre el trabajo 
infantil y la asistencia escolar en Cisjordania, hallaron que un aumento de 
10 días en el número trimestral de días de cierre en la frontera entre Israel 
y Palestina provoca un aumento en la probabilidad de trabajo infantil en un 
11% y al mismo tiempo reduce la asistencia a la escuela en Cisjordania.

En este mismo sentido, Guariso y Verpoorten (2015) estudian el 
efecto de la violencia armada durante los años noventa en Ruanda sobre los 
resultados educativos. Utilizando el método de diferencias en diferencias, 
los autores evidenciaron que el conflicto armado provocó una reducción de 
aproximadamente un año de educación, en promedio, para las personas entre 
6 y 25 años de edad. En su explicación analizan si existen diferencias en los 
efectos del conflicto armado para los grupos escolares y encuentran que en el 
caso de los niños de educación primaria el retraso escolar se debe en mayor 
medida a la deserción, mientras que los alumnos de secundaria se vieron 
afectados por la reducción en la matrícula.

Con un enfoque similar por medio de un método de diferencias 
en diferencias, Verwimp y Van Bavel (2014) investigan el efecto de la 
exposición a conflictos armados violentos sobre la acumulación de capital 
humano en Burundi. En su mejor especificación econométrica los autores 
estiman que la probabilidad de completar la educación primaria para un niño 
expuesto al conflicto es menor en 11 puntos porcentuales con respecto a un 
niño no expuesto. Argumentan que la causa principal de este efecto es el 
desplazamiento forzado que genera tanto reducciones en la asistencia como 
altos niveles de deserción escolar en los niños. 

En un análisis para otro país africano, Moyi (2012) refuerza el 
resultado anterior en su estudio sobre la guerra civil de los años noventa en 
Somalia. Examinando 3.100 hogares y estimando bajo un modelo logístico 
multinomial se confirman diferencias significativas en los efectos educativos 
del conflicto armado, en los cuales las niñas, los pobres y los nómadas fueron 
los más desfavorecidos por sus amplias reducciones tanto en la matrícula 
como en la asistencia escolar.   

En el caso colombiano, Sánchez y Díaz (2005) toman como punto 
de partida un análisis de estimadores emparejados entre municipios que han 
sufrido ataques de grupos armados ilegales (FARC, ELN y autodefensas) y 
aquellos con la misma probabilidad de sufrir este tipo de ataques, pero que 



26

aun así no los sufrieron.  Al analizar la comunidad educativa, primaria y 
secundaria, los autores hallaron que para el primer caso el número de alumnos 
matriculados disminuyó en mayor proporción en aquellos municipios en los 
que había presencia de FARC; y en el segundo caso se encontró que los 
mayores niveles de deserción se dan en los municipios con presencia de 
autodefensas y que el efecto siempre es mayor en el área secundaria debido 
a que los jóvenes se encuentran en una edad favorable para el reclutamiento.

Por otro lado, Vanegas (2014) al tomar como base la exposición 
prenatal a actos violentos, estima un modelo probabilístico con efectos fijos 
y variables instrumentales para una población de niños y jóvenes entre los 
grados primero y once. En su artículo concluye que “el conflicto y la violencia 
frenan la acumulación de capital humano incluso antes del nacimiento” 
(Vanegas, 2014, p. 23), donde el aumento en una desviación estándar en la 
tasa de conflicto durante la gestación aumenta la probabilidad de deserción 
en 0,2 puntos. Además, observó que entre los tres y cinco meses es el periodo 
en el que la exposición al conflicto afecta más a los niños en su capacidad 
psicológica de tolerar este tipo de hechos y la resiliencia frente a estos.

En esta misma línea, Rodríguez y Sánchez (2012) estiman el efecto 
de la exposición al conflicto armado en Colombia sobre las decisiones de 
deserción estudiantil y trabajo infantil en los estudiantes en edad escolar 
entre los seis y los diecisiete años. Para esto, los autores usan modelos de 
duración complementados por modelos Probit bivariados con información a 
nivel municipal en Colombia. En sus resultados se demuestra que los actos 
violentos aumentan de forma significativa el riesgo de deserción escolar, 
con mayor efecto en los niños mayores de once años, puesto que presentan 
un efecto desplazamiento entre el trabajo infantil y la continuidad en su 
escolarización. Ante esto, los autores estiman que entre mayores son los 
niños y más pobre es su familia, tendrán mayor probabilidad a trabajar en un 
escenario de conflicto armado.

En general, estos efectos se pueden reversar por medio de la 
implementación de políticas de gasto de tipo social. De acuerdo con Poirier 
(2012) para el periodo 1950-2010, los gastos de tipo social (en este caso 
educación) y militar, tienen un impacto nada despreciable en el desempeño 
educativo de los países de la muestra. El autor sugiere que aumentos del 1% 
en el gasto de tipo social se corresponden con una disminución del 1,7% en el 
gasto militar, al mismo tiempo provoca aumentos del 4,4% y 2.6% en la tasa 
de asistencia estudiantil y las tasas de finalización de la primaria y secundaria 
respectivamente.
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En tercer lugar, al estudiar los efectos de la violencia sobre el logro 
escolar y el acceso a la universidad, se encuentra en trabajo de Grogger 
(1997), quien analiza los efectos del grado de violencia local en la graduación 
de la escuela secundaria y el posterior acceso a la universidad en 1980 en 
Estados Unidos, logró establecer que existe una fuerte relación negativa y 
significativa entre dichas variables a partir de la estimación de un modelo 
Probit. Considerando un ambiente de violencia moderada, en promedio la 
probabilidad de graduarse disminuye en 5.1 puntos porcentuales. Por otro 
lado, la presencia de violencia grave y menor en el ambiente escolar, en 
promedio reducen la probabilidad de asistencia a la universidad en 15.9 y 
3.9 puntos porcentuales respectivamente; también se evidenciaron efectos 
similares con respecto a la tasa de abandono escolar (aumento progresivo de 
esta en cada una de las categorías de violencia).

En este mismo sentido, Brück et al. (2019) estudian el efecto del 
conflicto armado entre Israel y Palestina sobre la probabilidad de aprobar el 
examen final de secundaria y ser admitido en la universidad. El análisis fue 
realizado para estudiantes palestinos entre el año 2000 y el 2006 mediante 
efectos espaciales y temporales a nivel de localidad. Los autores evidencian 
que el conflicto reduce significativamente la probabilidad de que un estudiante 
apruebe el examen final y obtenga la calificación mínima para ser admitido 
en una universidad. A su vez, argumentan que el efecto negativo se explica 
por dos razones específicas: las afectaciones en la calidad del entorno de 
aprendizaje escolar y las complicaciones en el bienestar psicológico de los 
estudiantes ante su exposición a la violencia del conflicto armado. 

Ichino y Winter (1998) miden el costo educativo de los niños de 10 a 
13 años que se vieron afectados por la Segunda Guerra Mundial por medio de 
una regresión de Probit. Los resultados sugieren que los países que se habían 
visto muy comprometidos en la Segunda Guerra Mundial tenían de cinco a 
ocho puntos porcentuales de más para abandonar la escuela.  Aunado a ello, 
encontraron que la educación adquirida durante tiempo de guerra provoca, 
a largo plazo, una disminución en el salario de las personas corroborando 
sus resultados al compararlos con personas que no se vieron afectados por la 
guerra.  Del mismo modo, Shemyakina (2011) en su investigación dirigida 
a la población de Tayikistán y utilizando regresiones de probabilidad lineal, 
afirma que el conflicto tiene un impacto duradero sobre la finalización de 
la educación básica y secundaria, además de provocar el acceso temprano 
al mercado laboral por parte de las mujeres. Sin embargo, en términos de 
salarios no encontró una diferencia significativa de los individuos que se 
encuentran afectados directamente por el conflicto comparándolos con los 
que no lo están. 
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Contrario a estos resultados, Valente (2014) encontró que, para el caso 
de Nepal, los insurgentes maoístas estaban motivados a reducir la desigual en 
el acceso a la escuela. Utilizando una regresión de diferencias en diferencias 
para analizar la insurgencia maoísta de 1996-2006 en Nepal evidenció que 
hubo un aumento en el logro educativo de las mujeres principalmente debido a 
los esfuerzos dados por los maoístas para eliminar las barreras educativas a las 
personas más vulnerables, además que las mujeres estuvieron muy involucradas 
en la política. Estos resultados están asociados a la ideología bajo la cual fue 
creada el conflicto, donde los insurgentes querían mejorar las condiciones 
económicas y sociales de las personas marginadas por su género o etnia. 

Swee (2015) analizó para el periodo 2001-2004 el efecto ocasionado 
en los niños que estuvieron expuestos a la guerra acaecida en el periodo 1992-
1995 en Bosnia y Herzegovina. Por medio de un modelo de diferencias en 
diferencias, utilizando una combinación de la variación espacial en la exposición 
al conflicto y la variación en las cohortes de nacimiento de niños, Swee (2015) 
logró establecer que no existieron efectos en la educación primaria, debido a 
la fortaleza de la escuela (los profesores estuvieron capacitados para continuar 
y concluir los procesos de este grado educativo), pero no se obtuvo el mismo 
efecto para el área secundaria. De esta forma, se concluyó que aumentos en una 
desviación estándar en el número de víctimas de guerra per-cápita, en promedio 
disminuye en 4% la probabilidad del logro de la escuela secundaria y 40% la 
probabilidad del mismo logro para aquellos que residieron en municipios con 
mayor intensidad de la guerra respectivamente.

Finalmente, al analizar la cobertura y equidad de desempeño, se 
encuentran los trabajos de Rodríguez et al. (2011) y Vargas et al. (2014). 
El primero estima un modelo doble-logarítmico con el fin de establecer el 
impacto del conflicto en la cobertura de la educación en el departamento 
de Bolívar-Colombia, tomando como muestra todos los municipios entre los 
años 1995 y 2008. Los resultados evidencian que las variables que resultaron 
ser significativas e incidentes con respecto a la cobertura terminaron siendo 
la tasa de desplazados y la seguridad democrática. La primera presentó una 
relación inversa, estableciendo que por cada reducción en un 10% de esta 
(por cada 100.000 habitantes) en promedio el crecimiento de la cobertura 
aumentaría en un 1,1965%; y con respecto a la segunda variable se encontró 
que desde que se empezó a implementar la seguridad democrática en los 
municipios, la cobertura fue aumentando en un 0,226%, debido a que se 
evidenciaban mayores niveles de confianza en la comunidad. 

Con relación al segundo, Vargas et al. (2014) estudió el impacto de 
la intensidad del conflicto armado sobre la equidad en el desempeño escolar. 
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Utilizando un enfoque de variables instrumentales y concluye que el conflicto 
aumenta la equidad del logro educativo, es decir que el sistema realiza una 
selección según la habilidad y esfuerzo de los estudiantes. 

En conclusión, las diferentes expresiones de la violencia, resultado 
de guerras, conflictos o narcotráfico, limitan significativamente la educación 
de una población. En este sentido, cuando la población en edad escolar se 
ve expuesta a la violencia en cualquier momento de su vida, ya sea antes de 
su gestación o durante su participación en el sistema educativo, se reducen 
sus posibilidades de igualdad de oportunidades. De manera específica se 
observan disminuciones en los años de escolaridad, aumentos en las tasas de 
deserción escolar, baja probabilidad de acceso a educación de nivel superior 
y aumentos en las tasas de reprobación del año escolar.  Adicional a estos 
efectos, se ha registrado que el rendimiento académico de los estudiantes 
que permanecen en el sistema educativo, se ve afectado negativamente por el 
conflicto, a continuación, se presentan algunas investigaciones relacionadas.

2.3. Conflicto y educación: rendimiento académico y pruebas estandarizadas

Al analizar el efecto de la violencia o el conflicto sobre los resultados 
educativos medidos a través de pruebas estandarizadas, la evidencia nacional 
e internacional muestra que el conflicto afecta negativamente la educación, 
disminuyendo el rendimiento académico de los estudiantes. En esta sección 
se relacionan las investigaciones que se han enfocado en analizar la relación 
entre eventos terroristas y rendimiento académico, así como la relación entre 
otras medidas de conflicto y rendimiento académico. 

En el primer caso, se encuentran en su mayoría estudios para 
Colombia, los cuales han estudiado el impacto de la presencia y exposición 
al conflicto medido por el número de eventos, ataques o acciones terroristas 
sobre el desempeño de los estudiantes de primaria o secundaria en las pruebas 
Saber 3°, 6°, 9° o 11°. En este marco, Munévar et al. (2019) analizan la 
incidencia del conflicto armado sobre el logro en lenguaje y matemáticas 
de los estudiantes que presentaron las pruebas Saber 3° y Saber 9° en 2016. 
Para ello, utilizan un modelo logístico multinivel y sus resultados sugieren 
que el conflicto aumenta la proporción de estudiantes con bajos puntajes, 
donde el aumento de una acción armada en un municipio esta asociados con 
un menor porcentaje de estudiantes con desempeño académico satisfactorio y 
una mayor proporción de estudiantes con nivel insuficiente. Estos resultados 
son más fuertes a mayor lejanía entre la prueba y la acción subversiva, esto 
se debe al descenso de la intensidad del conflicto armado en el país y a la 
persistencia de los daños emocionales y psicológicos. 
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En concordancia con ello, Quintero et al. (2016) realizan un análisis 
para los cuatro departamentos del país que han presentado, en mayor medida, 
episodios de conflicto armado por más de una década con respecto a los 
resultados en cuatro categorías de la prueba de competencias ciudadanas 
aplicadas en las pruebas Saber 2005-2006 para el grado noveno. Logran 
establecer que existe una relación negativa y significativa entre la variable 
asociada a las masacres, donde por un aumento en la tasa de ésta, el ambiente 
se verá afectado en 0,8593 puntos porcentuales respectivamente. 

Por otra parte, al analizar los efectos sobre los estudiantes de último 
año en Colombia se encuentra el trabajo de Rodríguez y Sánchez (2012), 
en el que se estudian los efectos de la exposición al conflicto sobre el logro 
educativo de los estudiantes entre 1996-2003. Utilizando un enfoque de 
variables instrumentales, encuentran que el rendimiento académico se 
reduce cuando los estudiantes son expuestos a violencia en el medio en el 
que se desarrollan, lo cual repercute en la posibilidad de recibir a futuro 
bajos salarios, además de constituir una fuente de trampas de pobreza 
perpetuantes. De manera específica, un aumento de una desviación estándar 
en la medida de conflicto armado en Colombia provoca una disminución de 
0.74 desviaciones estándar en el puntaje de la prueba. La principal hipótesis 
es que estos resultados están asociados al lado de la demanda, donde los 
ataques a la infraestructura, dificultan el acceso a la escuela y los convierte en 
víctimas. Además de considerarse importante los efectos psicológicos, tales 
como: los trastornos del sueño, ansiedad, disminución de la conciencia y 
dificultad para concentrarse.

Del mismo modo, Miranda et al. (2015) establecieron la relación 
existente entre el contexto socioeconómico y el conflicto armado en la 
configuración de las competencias ciudadanas para 107 entes territoriales 
conformados por los departamentos de Atlántico, Bolívar, Cundinamarca 
y Meta. A partir de los resultados de las pruebas Saber 11°, 2005-2006, 
concluyeron que variables como víctimas de masacres, accidentes con 
minas antipersonales, población con NBI, acciones de los grupos armados 
resultaron ser significativas e inversas al desarrollo de estas competencias 
para los estudiantes de la muestra.  También se encuentra el trabajo de Gómez 
(2016), quien estudia la relación entre conflicto civil y logro académico 
en Colombia mediante el uso de análisis de pseudo-panel. Los resultados 
permiten confirmar la relación negativa y significativa entre el rendimiento 
académico y la presencia del conflicto armado.

En el segundo caso, se encuentran los estudios que evalúan la relación 
entre otras medidas de conflicto (número de víctimas mortales de las guerras 
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o el narcotráfico) y el rendimiento académico. Por una parte, se encuentra el 
estudio de Sharkey (2010) quien analiza los resultados de las subpruebas de 
vocabulario de Wechsler Intelligence Scale for Children-Revised (WISC-R), 
y de lectura de letras y palabras del Wide Range Achievement Test (WRAT3) 
de estudiantes de Chicago (USA), con el fin de estimar el efecto de los 
homicidios locales en el rendimiento cognitivo de los niños para el periodo 
1994-2002. Los resultados muestran tres grandes conclusiones. En primer 
lugar, la exposición a homicidios es poco común entre los hispanos y ocurre 
raramente para los blancos. En segundo lugar, los efectos de los homicidios 
solo tienen efectos fuertes durante los primeros días de ocurrencia, luego de 
pasados nueve días, el efecto disminuye y a partir de allí empieza a tender 
a cero. Finalmente, la exposición a un homicidio que ocurre menos de una 
semana antes de la evaluación, reduce el rendimiento en los resultados de las 
evaluaciones de vocabulario y lectura entre 0.5 y 0.66 desviaciones estándar 
respectivamente.

Por otra parte, Monteiro y Rocha (2013) estudiaron las repercusiones 
negativas de los conflictos entre las bandas de narcotraficantes en Río de 
Janeiro (Brasil), con el propósito de establecer cuál es el impacto que tiene el 
hecho de que los estudiantes de primaria asistan a escuelas ubicadas en zonas 
de conflictos recurrentes en los resultados educativos de los mismos. Al tomar 
una muestra de 6,131 estudiantes de 336 escuelas primarias ubicadas en las 
favelas y que participaron en al menos dos ediciones de Prova Brasil entre 
2005 y 2009, lograron establecer que la exposición a la violencia causada 
por las bandas de narcotraficantes en zonas dentro de los 250 metros más 
próximos a los establecimientos educativos de esta población, conducen a 
una reducción de 0.054 desviaciones estándar en los resultados de la prueba 
de matemáticas.

En esta misma línea, Orraca (2018) analiza el efecto de la violencia 
en los resultados educativos en escuelas primarias y secundarias de 
México durante el periodo 2006-2012. A través de un enfoque de variables 
instrumentales encuentra que la exposición al crimen (tasa de homicidios 
por cada 10.000 habitantes registrados en el municipio donde se encuentra la 
escuela durante los 12 meses anteriores a la prueba ENLACE), disminuye el 
puntaje de la prueba de lenguaje y matemáticas, y aumenta la probabilidad de 
que los estudiantes pierdan el año. 

Finalmente, al analizar el impacto del terrorismo sobre el desempeño 
cognitivo de los estudiantes de último año, se encuentra el trabajo de Shany 
(2018) para Israel, quien utiliza una gran muestra de pruebas de matrícula 
en la escuela secundaria israelí entre 2001 y 2005. Los resultados sugieren 



32

que un ataque terrorista reduce el rendimiento del examen de finalización 
de secundaria. El efecto es transitorio, depende del periodo existente entre 
el ataque y el día del examen, es decir, la ocurrencia de la fatalidad cinco 
días antes del examen disminuye su puntaje de prueba en 0.0066 de una 
desviación estándar. Adicional a esto, demuestra que los efectos están 
asociados al número de víctimas, donde un ataque que causa al menos seis 
muertes israelíes en un área cercana al estudiante reduce su puntaje de prueba 
en 0.12 desviación estándar. 

Del mismo modo, Brück et al. (2019) para Palestina, utilizando 
secciones transversales repetidas de los resultados del examen final de la 
escuela secundaria entre 2000 y 2006 Cisjordania, encuentra que el conflicto 
disminuye la probabilidad de aprobar el examen final y de ser admitido en 
la universidad. De acuerdo con Shany (2018), el principal mecanismo de 
transmisión del efecto del conflicto sobre el desempeño en el examen final, es 
el estrés psicológico, el cual afecta temporalmente el aprendizaje y tiene un 
efecto potencial duradero en la acumulación de capital humano.

En el caso colombiano, al analizar los resultados de las pruebas Saber 
11°, Gómez (2017) utilizando un análisis multinivel, encuentra que existe 
una relación negativa y significativa entre el rendimiento académico y la 
presencia del conflicto armado. Así mismo, al analizar los resultados en la 
prueba Saber 11° para estudiantes de las escuelas públicas de Medellín para 
el periodo 2006-2013 y una base de datos sobre actividades delictivas en 
las ciudades colombianas 2004-2013, Haugan (2016) estima el efecto de la 
violencia urbana en el logro estudiantil en la ciudad a partir de un modelo que 
incluye los efectos fijos escolares y de año llegando a la conclusión de que 
por cada homicidio adicional ocurrido en un rango de 500 metros alrededor 
de determinado centro educativo, el rendimiento de los estudiantes disminuye 
en 0.01 desviaciones estándar. 

Por su parte, Díaz (2019) estudia el efecto del conflicto armado en 
Colombia durante el periodo 2000-2010, periodo en el cual se desmovilizaron 
los grupos paramilitares. Utilizando un modelo de diferencias en diferencias 
analiza el desempeño académico de estudiantes de municipios sin presencia 
paramilitar frente aquellos que tienen presencia de estos grupos. Los 
resultados muestran que la desmovilización de los grupos armados tiene 
efectos positivos sobre el promedio ponderado de las pruebas Saber 11°.  
Al considerar las diferentes estructuras paramilitares, encuentra que la 
desmovilización de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá 
(ACCU), tuvo un efecto menor frente al resto de municipios, puesto que para 
este tiempo se estaban consolidando otros grupos. Finalmente, al considerar 
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el desempeño académico de los estudiantes ubicados en municipios con 
presencia paramilitar y con una alta incidencia del conflicto armado, mejoró 
de manera significativa tras el proceso de desmovilización paramilitar 
ocurrido entre 2003 y 2006.

En resumen, los estudios se han enfocado principalmente en analizar 
la relación entre el conflicto y la asistencia escolar o los años de escolarización, 
no obstante, la literatura existente sobre conflicto y rendimiento académico, 
concluye que las acciones violentas y el conflicto disminuyen el rendimiento 
académico de los estudiantes. Considerando la limitación de estudios que 
relacionen los efectos de acciones violentas sobre el rendimiento de los 
estudiantes medido a través de pruebas estandarizadas, el presente documento 
pretende enriquecer la literatura existente, al estimar el efecto del conflicto 
armado sobre el rendimiento académico en Colombia utilizando un enfoque 
espacial.  

2.4. Efectos del conflicto armado en Colombia

Respecto a la literatura nacional, es importante tomar como punto 
de partida la premisa de que el conflicto armado en Colombia ha sido uno 
de los más largos del mundo, ha cobrado muchas vidas, ha desplazado a 
comunidades enteras y ha vulnerado una cantidad considerable de derechos a 
lo largo de su desarrollo. Esta situación ha impulsado a diferentes académicos 
a estudiar su dinámica y los impactos generados en todos los ámbitos de la 
sociedad. 

A partir de un análisis de los enfoques de cobertura educativa, 
deserción escolar, calidad de servicios educativos, políticas educativas, y con 
el fin de realizar una revisión empírica de la relación entre conflicto armado 
y educación en Colombia, Palacios (2017) evidenció que, aunque el país 
cuenta con un marco legal dinámico para proteger a la población desplazada 
y el acceso a bienes básicos como la educación, el conflicto se ha tornado 
en un obstáculo para el desarrollo humano debido a que ha impedido que se 
lleven a cabo y se concluyan los procesos de acumulación de capital humano 
(lo que permitiría que los individuos accedan a mayores oportunidades), 
contrario a esto “ha privado a por lo menos 10 millones de niños y jóvenes 
de la posibilidad de educarse y han sido abocados al riesgo de ser víctimas de 
violaciones de los derechos humanos” (Chamorro, 2013, citado en  Palacios,  
2017 p. 17). 

Del mismo modo, Sánchez y Díaz (2005) afirman que el conflicto 
interno en el país ha generado repercusiones devastadoras en el desarrollo 
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social. Considerando el periodo 1990-2012 los autores sugieren que los 
homicidios, secuestros y desplazamientos fueron mayores en municipios 
donde se desarrollaron acciones bélicas. Al parecer, el crecimiento de alumnos 
matriculados en primaria y secundaria fue menor en aquellos municipios 
con acciones de grupos ilegales que vieron disminuidos sus indicadores 
educativos de cobertura y acceso.

Por su parte, Osorio (2016) en un estudio de caso en estudiantes 
del municipio de Turbo –Antioquia- demostró que el 54,5% de los alumnos 
consideran que los mayores impactos del conflicto son de tipo psicológico. 
Los asesinatos, amenazas y desplazamiento generaron traumas en los 
estudiantes, que afectaron negativamente su desempeño escolar. A partir de 
esto, la Institución Educativa 29 de Noviembre plantea una estrategia basada 
en la inclusión a partir del reconocimiento de las víctimas, las circunstancias 
por las que han pasado y las secuelas que esto ha traído en todos los ámbitos 
de sus vidas. Esto permite enfrentar y comprender los eventos traumáticos 
ocurridos y, de esta forma, poder seguir adelante y así fortalecer los lazos 
entre los integrantes de la comunidad educativa para mejorar los procesos de 
aprendizaje (Osorio, 2016). 

Al analizar el impacto del conflicto armado en la escuela antioqueña, 
Romero (2011) a partir de una revisión documental para el período 1895-
2005 y aplicando un enfoque Investigación, Acción y Participación [IAP] 
conformado por entrevistas, talleres y la constitución de una base de datos para 
conocer la cantidad de docentes asesinados y eventos de guerra ocurridos por 
regiones, logró concluir que en este territorio se ha producido un fenómeno 
de normalización de la violencia que ha desembocado en que la comunidad 
educativa en general habite en circunstancias hostiles en las que diariamente 
se vulneran sus derechos, además de evidenciar una notoria falta de Estado 
en cuanto a la protección de la planta docente y la comunidad en general.

Por otro lado, el conflicto armado también afecta la salud mental 
y el bienestar integral de los niños, niñas y adolescentes, en el que 
desafortunadamente son las víctimas directas e indefensas que se traduce en 
grandes cifras de niños, niñas heridos y asesinados e incluso explotados (con 
minas antipersonas) o forzados a unirse a las fuerzas armadas, convirtiéndose 
así en niños soldados. Zuluaga y Buelga (2014) sugieren que los centros 
de atención a víctimas de la violencia y graves violaciones a los derechos 
humanos (desde un punto de vista psicológico) realizan una intervención 
dirigida a los sentimientos, disminución de tristeza, reestructuración cognitiva 
y técnicas de relajación.  Además, encontraron que, si los niños y niñas tienen 
una intervención psicosocial, les brindan herramientas de afrontamiento y 
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le ofrecen recursos, estos se vuelven actores sociales con un gran interés de 
crear solución a los problemas del conflicto armado, y así, evitar las segundas 
víctimas.

En esta misma línea, Marin (2017) encuentra que la población 
más afectada es la infanto-juvenil, los cuales desde muy temprana edad se 
encuentran entrelazados en actos criminales, presenciando asesinatos, ataques 
terroristas y convirtiéndose en las principales víctimas de desplazamiento 
forzado, por lo que se hace necesario el diseño de programas de afrontamiento 
y acompañamiento psicosocial, todo con el fin de reconstruir los derechos 
fundamentales de los niños, niñas y adolescentes, y contribuyendo a disminuir 
las secuelas provocadas por el conflicto armado.

Con relación al uso de técnicas de econometría espacial en el contexto 
de la violencia, los trabajos de Sánchez, Díaz y Formisano (2003) y Chacón 
(2004) destacan la importancia de incluir variables espaciales en el análisis 
del conflicto armado colombiano. Sánchez, Díaz y Formisano (2003) analizan 
la relación existente entre el conflicto armado y las distintas manifestaciones 
de violencia utilizando un modelo de econometría espacial tipo panel. Por 
medio de una descomposición espacial concluyen que en todos los delitos se 
evidencia persistencia y difusión espacial.

Por su parte, Chacón (2004) utiliza modelos espaciales autorregresivos 
para analizar las características municipales que determinaron la presencia 
e intensidad de la violencia en Colombia. Sus resultados sugieren que 
la presencia de violencia municipal depende a su vez de la violencia en 
municipios vecinos, generando difusión espacial y efectos contagio.

Por otro lado, Maya et al. (2018) combinan métodos cuantitativos 
y cualitativos, haciendo uso de un análisis exploratorio de datos espaciales 
de acciones de conflicto armado y de diversos indicadores de pobreza, 
acompañado de una revisión de prensa de los diferentes hechos y estrategias 
de los grupos armados en el departamento de Antioquia, donde argumentan 
que para comprender de una manera más adecuada el conflicto armado se 
debe realizar un análisis a nivel local, donde se puede ver de una manera 
más detallada los efectos de las acciones no directamente armadas, como la 
estigmatización, el miedo y la incertidumbre; la diferencia entre los centro 
urbanos y las zonas rurales; y la  distinción entre áreas de control y áreas de 
estigmatización.  

Siguiendo con esta línea, Salas (2016) utilizando un análisis espacial 
correlacional y la aplicación de métodos geoestadísticos, le permitieron 
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afirmar que las relaciones de poder de los diferentes grupos armados tanto 
gubernamentales (Fuerzas Armadas del Estado) como al margen de la ley 
(FARC, ELN, paramilitares y bandas criminales) se ven situadas en el territorio 
de una manera diferenciada, es decir, tiene un alto valor geoestratégico, que 
les permite de alguna manera tener una ventaja, ya sea una mejor movilidad, 
mayor protección, o por representar una buena posibilidad para obtener 
ingresos, o en el mejor de los casos todos los anteriores.

En estas condiciones, el conflicto armado es capaz de afectar tanto 
el acceso de los estudiantes a la educación, como su rendimiento académico 
a través de un menor desarrollo de competencias y conocimientos. 
Adicionalmente, en los estudios comentados, se resalta la importancia de 
considerar las variables espaciales en el análisis del conflicto armado en 
Colombia. Sin embargo, y a pesar de la relevancia del tema, no existe en la 
actualidad un estudio que dé cuenta del impacto de la intensidad del conflicto 
armado sobre el rendimiento académico considerando el marco espacial. Este 
estudio pretende contribuir a esa literatura.

2.5. Función de producción educativa y conflicto armado

Desde el punto de vista teórico, el presente libro considera como 
punto de partida el concepto de función de producción educativa propuesta 
por Hanushek (1979) ampliándolo para incluir la dimensión espacial en el 
análisis. En principio, la función de producción educativa plantea que el 
logro educativo a nivel individual está en función de un conjunto de inputs 
relacionados con las características personales (observables y no observables) 
del estudiante, con su entorno familiar y social y con las características de 
la institución educativa. Ahora bien, dado que, en el contexto del presente 
estudio, la unidad de análisis es el municipio, la función de producción 
educativa se amplía a esta escala para evaluar los efectos espaciales directos e 
indirectos asociados al conflicto armado y a las demás variables explicativas 
del rendimiento.

De acuerdo con lo anterior, la variable a explicar en este caso es el 
promedio municipal de las pruebas estandarizadas, que está en función, por 
un lado, de un conjunto de insumos internos relacionados con el presupuesto 
destinado a la educación, con las características de las instituciones educativas, 
con las características del entorno socioeconómico y con el nivel de conflicto 
armado al interior del municipio, entre otros, y, de otro, con un conjunto de 
insumos externos asociados principalmente con la influencia que tienen los 
niveles de conflicto de los municipios vecinos sobre el puntaje promedio del 
municipio en cuestión. De esta manera, estos factores externos incorporan, a 
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la función de producción educativa, el concepto de dependencia espacial que 
es de interés para la presente investigación.

En el caso de los factores internos consideramos como medida de 
intensidad del conflicto variables como el número de atentados terroristas, 
el número de víctimas de homicidios por grupos al margen de la ley, el 
número de víctimas por amenazas de estos grupos y el número de personas 
desplazadas por el conflicto. En cada caso, existe una relación negativa 
directa entre el nivel de conflicto y la afectación del rendimiento académico 
por los efectos que cada uno de ellos tiene, no solo sobre los estudiantes, 
profesores y padres de familia, sino también sobre la infraestructura y las 
condiciones materiales bajo las cuales se desarrolla el proceso de enseñanza. 
Ahora bien, aunque se espera que exista, en general, una incidencia negativa 
del conflicto, la magnitud de los efectos podrá ser distinta en la medida en 
que los mecanismos de transmisión de los efectos son heterogéneos. 

En particular, los atentados terroristas deterioran la infraestructura 
del municipio y pueden suspender las actividades escolares y generar 
incertidumbre en profesores y padres de familia como se explicó en la revisión 
de literatura. En esta misma línea, los asesinatos y las amenazas por parte de 
grupos armados generan incertidumbre y miedo en la población. Finalmente, 
el desplazamiento forzado tiene efectos psicológicos sobre los estudiantes 
que afectan su rendimiento académico en la medida en que altera su estructura 
familiar, las condiciones económicas bajo las cuales viven y el entorno social 
con el cual se relacionan. A nivel de municipio, el desplazamiento cambia 
la composición de los grupos escolares tanto en los municipios expulsores 
como receptores.    

En el modelo también se consideran como factores internos del 
municipio, variables como el ratio estudiante-profesor, el gasto presupuestal 
real en educación, los ingresos tributarios y el índice de ruralidad. Estas 
variables están asociadas, de forma general, con la calidad de la educación, 
con la actividad económica y la composición social del municipio que actúan 
como variables control en nuestro modelo. De esta forma, se espera una 
relación positiva entre el gasto real en educación y el volumen de ingresos 
tributarios, mientras que se espera una relación negativa entre el cociente de 
estudiantes por profesor y la mayor ruralidad del municipio.

En el caso de los factores externos y de acuerdo con la ley de Tobler 
(1979) en la que, todas las cosas están relacionadas entre sí, pero las cosas 
más cercanas tienen una relación mayor que las más alejadas, consideramos 
la influencia que pueden tener las características socioeconómicas y de 
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conflicto armado de los municipios vecinos sobre el municipio en cuestión. 
En ese sentido, se incorporan en este caso, todas las variables explicativas 
comentadas previamente de los municipios vecinos como factores externos. 
Por tanto, los resultados del proceso de enseñanza de un municipio podrán 
verse afectados de forma negativa, indirecta y a diferente escala, por los 
atentados terroristas, los homicidios, la amenazas y los desplazamientos que 
tienen lugar en los territorios vecinos. 

Es pertinente recordar que el trabajo considera dos periodos de 
análisis en los que se observan diferentes dinámicas e intensidades del 
conflicto armado. Por un lado, se considera un periodo de alta intensidad del 
conflicto (año 2003) en el que se reportaron 24.000 víctimas de homicidios 
por parte de estos grupos y 227.000 personas desplazadas. Por otro, considera 
un periodo (2017) posterior al acuerdo de paz con el principal grupo 
guerrillero del país, en el que las víctimas de homicidios ascendieron a 600 y 
los desplazados a 41.000. La interpretación de los resultados de las técnicas 
espaciales exploratorias y confirmatorias en estos dos periodos de tiempo, se 
sustentarán en este marco teórico. 
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Capítulo 3. Conflicto armado en Colombia

3.1. Aspectos históricos del conflicto

	 Los orígenes de la lucha armada en Colombia se remontan a 
finales de la década de los 50, periodo a partir del cual la reconocida lucha 
bipartidista por el poder político fue generando toda una serie de dinámicas 
que propiciaron que esta lucha poco a poco se fuera tornando subversiva. 
Según el Grupo de Memoria Histórica [GMH] (2013), es posible clasificar 
la evolución del conflicto armado en Colombia en cuatro etapas, en las 
cuales las dinámicas han fluctuado de acuerdo con sus protagonistas y el 
entorno político, económico y social. El primer periodo comprende los 
finales de la década de los 50 e inicios de los 80, donde la dinámica se 
centró en la transición de una violencia de carácter bipartidista (partido 
liberal vs. partido conservador) hacia una violencia de carácter subversivo 
(grupos armados con diferentes niveles de organización); la segunda etapa 
comprende hasta mediados de la década de los 90, período en el cual los 
grupos armados empiezan a evidenciar un grado mayor de organización, 
mayores niveles de expansión territorial y un crecimiento notorio en su 
aparato militar, lo cual a su vez desembocó en la creación de nuevos grupos 
como los paramilitares. 

	 La tercera etapa comprende hasta mediados del 2005 y abarca lo 
referente al recrudecimiento del conflicto en el país, el cual se caracterizó por 
una mayor expansión territorial de estos grupos, además del aumento en las 
cifras correspondientes a la cuantía y periodicidad de los eventos terroristas, 
así como el número de víctimas en sus diferentes categorías. La cuarta etapa 
que corresponde hasta mediados del año 2012 abarca lo correspondiente al 
cambio en la dinámica del conflicto en el país, etapa a partir de la cual el 
Estado empieza a tener una participación notoria por medio fortalecimiento 
del aparato militar, lo cual se vio reflejada en la recuperación de algunos 
territorios y debilitamiento paulatino de algunos frentes y el cambio de 
estrategia en el accionar de los diferentes grupos. Por otro lado, es posible 
añadir una quinta etapa que abarca desde el final de la anterior hasta la 
actualidad, la cual ha abarcado cambios significativos en el rumbo del 
conflicto interno colombiano, dicho periodo ha comprendido el inicio de las 
negociaciones de un acuerdo de paz con la guerrilla de las FARC, las cuales 
desembocaron en la firma de un acuerdo en el año 2016, a partir del cual se 
dio paso a una nueva etapa en el desarrollo político, económico y social del 
país: el posconflicto.
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La lucha armada en Colombia procede de periodos de alta tensión 
política y social, a lo largo de la década de los 50 y mediados de los 60 el 
panorama estuvo caracterizado por un alto nivel de intolerancia y vehemencia 
(muchos autores han denominado esta etapa como “La Violencia”). Durante 
este periodo se produjo un número considerable de decesos a causa de la lucha 
entre los miembros de los partidos tradicionales (liberales y conservadores), 
todo lo cual desembocó en una posterior conformación de grupos armados, 
lo cual puede entenderse como una mutación del conflicto político que 
profundizó la dinámica de violencia que se tradujo en alrededor de 180.000 
asesinatos, que dejó pérdidas humanas bastante considerables para un 
territorio que contaba con una población total que oscilaba alrededor de trece 
millones de habitantes (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
[PNUD], 2003).

En ese orden de ideas, según el GMH (2013) este proceso de 
recrudecimiento de la violencia al darse el paso a la vía armada trajo 
consecuencias que trascendieron la esfera política y pasaron a tener efectos 
económicos considerables; a raíz de esto, el mandatario de la época, Gustavo 
Rojas Pinilla (movido por la influencia de las élites que estaban viendo 
afectadas sus actividades económicas), dio paso a una propuesta de amnistía 
a los diferentes grupos armados y posterior despliegue del aparato militar 
contra aquellos que no se acogieran a dicha propuesta, lo cual incentivó a 
los grupos que se mantuvieran en su posición de rebelión, transformarse en 
guerrillas revolucionarias y profundizar la dinámica de violencia.

Así, con el fin de apaciguar el panorama nacional, entre los años 
1958 y 1974 las directrices de los partidos políticos llegaron a un acuerdo 
por medio del cual se repartieron el poder por periodos, conocido como el 
Frente Nacional, cuya finalidad era disminuir el conflicto entre partidos, 
especialmente en épocas de elecciones. Sin embargo, dicho plan se vio 
entorpecido por la percepción de exclusión que tuvieron diferentes sectores 
de la población, además de la llegada de diferentes ideologías que promovían 
la conformación de grupos al margen; en ese sentido “el surgimiento de la 
guerrilla aparece como corolario de un problema delincuencial, la lucha de 
las clases populares, la resistencia a un conflicto agrario y la desigualdad 
política y económica experimentada en el país” (Bernal y Moya, 2018, p. 86).

Durante la década de los 60 se dieron diferentes acontecimientos de 
orden político que se basaron en la promoción de la pacificación en el país. 
Alberto Lleras Camargo por medio de la asesoría del Gobierno estadounidense 
pudo reconocer, de manera precisa, las condiciones del conflicto en el país, 
a raíz de lo cual propuso un plan de acción de dos fases: primero, atacar de 
manera directa a las diferentes fuerzas armadas y, posteriormente, emprender 
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diferentes reestructuraciones de carácter económico y social, con el fin de 
minimizar los riesgos de un resurgimiento de este tipo de violencia. Sin 
embargo, debido a la marginalidad del campo no fue posible llevar a cabo 
la segunda propuesta, razón por la cual la vía armada tomó más fuerza y 
resultó promoviendo aún más la lucha armada de la contraparte, a través de la 
conformación de “Repúblicas independientes”, la divulgación de la ideología 
comunista y el surgimiento de grupos guerrilleros más consolidados. En 
primer lugar, surge el Ejército de Liberación Nacional (ELN) en 1962, luego, 
las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) en 1965, después 
de dos años surge el Ejército Popular de Liberación (EPL) y, a mediados 
de 1974 y 1975, surgen el Quintín Lame y el Partido Revolucionario de los 
Trabajadores (PRT) (Bernal y Moya, 2018).

Por su parte, según el GMH (2013) el EPL fue uno de los grupos 
armados más campesinos que existió, sus operaciones se concentraron en los 
territorios pertenecientes al departamento de Córdoba (alto Sinú y alto San 
Jorge) y su lucha estuvo ligada a los movimientos agrarios emergentes y a 
las Juntas Patrióticas Populares como formas de obtener poder e influencia 
(p. 126).

La década de los 70 estuvo caracterizada por un desarrollo de los 
grupos armados en segundo plano, en esta época predominaron todo tipo 
de confrontaciones entre los diferentes grupos debido a la falta de consenso 
en las cadenas de mando, lo cual iba en contravía al crecimiento de los 
militantes de cada grupo y ralentizó los procesos de colonización hacia otros 
territorios que resultaban ser estratégicos, bien por las tradiciones de cada 
zona (políticas y armadas), la existencia de formas de organización en contra 
del accionar estatal (existencia de sindicatos, zonas marginales y pobres) y 
condiciones geográficas que fueran de difícil acceso para las fuerzas estatales 
y les permitiera transitar sin contratiempos.

En la década de 1980 se da inicio a una fase en la que toman mayor 
impulso los grupos de autodefensa que más adelante se conocerían como 
paramilitares, el hecho más representativo de dicha índole fue el surgimiento 
del grupo que se hizo llamar Muerte a Secuestradores (MAS), que surgió en 
Cali como resultado del secuestro de la guerrilla del M-19 a Martha Nieves 
Ochoa, hermana de dos importantes miembros del cartel de Medellín.

Para esta época, las FARC consolidaron diferentes asentamientos y 
profundizaron existentes, dentro de los cuales se destacan: el Bloque Oriental, 
que ocupó las regiones del Meta, Guaviare, Guainía, Caquetá; el Frente IV 
que fue muy amplio y se asentó en las regiones de Puerto Boyacá, Cimitarra, 
Landázuri, San Vicente del Chucurí, Yondó, bajo Cauca antioqueño (corredor 
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de paso hacia el sur de Córdoba y Urabá), sur del Cesar (de Ocaña hacia la 
región del Catatumbo y norte del Cesar), Magdalena (entre la ciénaga grande 
y la Sierra Nevada de Santa Marta). Por otro lado, el Bloque Sur se ubicó 
en las cordilleras del Tolima, la mayoría de municipios del Huila, algunos 
municipios del Valle, en el Cauca, en el norte de Putumayo y Nariño; así 
mismo, a raíz de los yacimientos petrolíferos de Cusiana y Caño Limón en 
el año de 1982 se ubicaron en territorios de Arauca y Casanare y, también 
resultaron ser estratégicos los territorios de Cundinamarca, Boyacá, la región 
andina central, fronteras con el Magdalena medio y con los llanos orientales, 
además se ubicaron en territorios circundantes al páramo de Sumapaz y parte 
del distrito capital de Bogotá. Por su parte, el ELN consolidó su influencia 
en el nororiente del país y la costa Atlántica promoviendo la construcción del 
poder en lo local (PNUD 2003).

La década de 1990 inicia en un panorama de desconfianza hacia 
las fuerzas militares como resultado del asesinato de los miembros de la 
Unión Patriótica (UP) y, sumado a ello, el asesinato de Carlos Pizarro en 
1990 (dirigente del M-19 y candidato presidencial de la época). Sin embargo, 
también inicia con procesos de paz que culminaron de manera exitosa; el 
M-19 entregó las armas el 9 de marzo de 1990 y el 15 de febrero de 1991 lo 
hace el EPL, el Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT) el 25 de 
enero y el Quintín Lame el 31 de mayo (Bernal y Moya, 2018).

Con la expedición de la Constitución de 1991 se aprobaron diferentes 
medidas que impactaron de manera considerable al país, en primer lugar, 
se dio inicio a una fase de apertura económica que afectó a la población 
campesina por la baja competitividad que tenían sus productos en un mercado 
internacional. En segundo lugar, se dio paso a la creación del Sistema 
Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, en búsqueda 
de dar solución al problema agrario en el país y se prohibió la extradición de 
ciudadanos colombianos al exterior, que supuso un nivel de protección a las 
organizaciones criminales.

A pesar de que las diferentes propuestas (como la reforma agraria) 
se encontraban bien encaminadas, vieron prontamente el fracaso debido 
a la incapacidad del Estado para subsidiar al área rural y la constante 
inconformidad entre los propietarios de tierras y la población campesina, 
lo cual desembocó nuevamente en el abandono estatal de dicho sector 
poblacional; todo lo cual propició de nuevo el auge del narcotráfico, los 
cultivos ilícitos y la cultura de ilegalidad, precedente de la década anterior. 
En ese sentido, se dio un cruce entre las actividades paramilitares, el 
narcotráfico y el conflicto armado, cuyos intereses confluyeron en proteger 
sus patrimonios, expandir sus negocios ilegales, protegerse de extorsiones 
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y evitar encuentros con las fuerzas militares. Como resultado de dicha 
dinámica, surge el narcoparamilitarismo como una manera de interpretar 
la inserción de las actividades de narcotráfico en el conflicto bien fuera 
como fuente de financiación o bien como la organización de grupos 
armados para proteger la realización de dichas actividades; así, los cultivos 
de coca empezaron a tomar protagonismo en territorios de la región 
andina (tradicionalmente cafeteros), el suroccidente del país; además se 
incrementaron las áreas sembradas en el suroriente, noroccidente, nororiente 
y la costa Caribe del país (GMH, 2013, p. 153).

A finales de la década de 1990, el Gobierno nacional en cabeza 
del presidente Andrés Pastrana decide emprender nuevamente un 
proceso de negociación con la guerrilla de las FARC, el cual no tuvo 
resultados positivos, en razón del descontento del grupo guerrillero por la 
participación de excombatientes de los demás grupos en la consolidación 
de la Constitución de 1991. Según el PNUD (2003), a lo largo de esa 
década el accionar de las FARC se centró en los territorios de La Uribe 
(Meta), el Magdalena medio (Santander, Antioquia y la zona sur de los 
departamentos de Bolívar y Cesar), el departamento de Córdoba, Urabá, 
el noroccidente antioqueño, la unión entre los departamentos de Meta, 
Guaviare, Caquetá y la zona oriental de la cordillera Oriental. A mediados 
de la década el accionar se mantuvo en la zona norte del Chocó, Urabá, 
norte del Cesar, el departamento del Magdalena, Norte de Santander, 
Arauca; un accionar poco notorio en la región del Amazonas y un aumento 
paulatino de la presencia en la periferia del Meta, el Caquetá, el Putumayo 
y el Guaviare. 

Durante el siglo XXI los ataques perpetrados por los diferentes 
grupos armados han tenido una tendencia a la baja, sin embargo, para 
algunos periodos han incrementado. Entre 2003 y 2017, las diferentes 
políticas y mandatos de los distintos Gobiernos explican en gran medida 
el comportamiento de los ataques terroristas. En la Figura 3.1, se presenta 
la evolución del total de eventos terroristas por año entre 2003-2017. 
En primer lugar, se aprecia una disminución entre 2003 y 2007, el cual 
puede ser explicado principalmente por el Gobierno de turno, el cual era 
encabezado por el expresidente Álvaro Uribe; quien creó una serie de 
políticas basadas en la recuperación del control militar en el territorio. 
La más importante de estas fue la Política de Defensa y Seguridad 
Democrática (PDSD) cuyo objetivo general era “reforzar y garantizar el 
Estado de Derecho en todo el territorio mediante el fortalecimiento de la 
autoridad democrática...” (Ministerio de Defensa Nacional, 2003, p. 12, 
citado en Andrade, 2014). 
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Figura 3.1. Evolución del total de eventos terroristas por año entre 2003-2017

Fuente: Elaboración propia con base en información del panel de datos del CEDE.

Para lograr el objetivo, se debía actuar contra seis (6) grandes 
problemas que amenazaban la seguridad de los ciudadanos, los cuales 
constaban de: terrorismo, el negocio de las drogas ilícitas; las finanzas ilícitas; 
el tráfico de armas, municiones y explosivos; el secuestro y la extorsión; 
y el homicidio. Conjuntamente, el expresidente Uribe declaró el Estado de 
Conmoción Interior (Decreto 1837 de 2002) para que el ejecutivo pudiera 
tomar las medidas necesarias para afrontar la crítica situación de inseguridad 
que sufría el país como resultado de “la acción de bandas armadas, 
organizadas y financiadas al amparo del lucro gigantesco que les proporciona 
su participación directa y creciente en los delitos del narcotráfico, el secuestro 
y la extorsión” (Andrade, 2014). 

Además de eso el Gobierno promulgó el Estatuto Antiterrorista 
(Acto legislativo 2 de 2003). Modificando los artículos 15, 24, 28 y 250 de la 
Constitución, este permitía interceptar o registrar la correspondencia y demás 
formas de comunicación privada y realizar detenciones, allanamientos y registros 
domiciliarios sin previa orden judicial. Otra medida tomada por el Gobierno 
de turno fue la Ley 1121 de 2006 que legalizó como delito la financiación del 
terrorismo y la administración de recursos provenientes de actividades terroristas.

Ya para el segundo mandato del expresidente Uribe, se formalizó la 
Política de Consolidación de la Seguridad Democrática (PCSD). Está definió 
cinco objetivos estratégicos: consolidar el control territorial y restablecer la 
autoridad del Estado en todo el territorio nacional; proteger a la población, 
manteniendo la iniciativa estratégica en contra de todas las amenazas a la 
seguridad de los ciudadanos; elevar drásticamente los costos de desarrollar 
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la actividad del narcotráfico en Colombia; mantener una Fuerza Pública 
legítima, moderna y eficaz, que cuente con la confianza y el apoyo de la 
población; y conservar la tendencia decreciente de todos los indicadores de 
criminalidad en los centros urbanos del país.

En ese orden de ideas, se debe considerar que el conjunto de medidas 
y políticas establecidas en materia de seguridad democrática, desencadenaron 
dinámicas particulares en relación con el conflicto armado entre los años 
2008 y 2012. Según Prieto et al. (2014), como resultado del superior dominio 
militar ejercido por parte del Estado en periodos anteriores, en 2008 se 
registró un número moderado de municipios afectados por el conflicto en 
comparación de los periodos en los que la violencia estuvo en auge. Sin 
embargo, estas políticas no conservaron esta tendencia por mucho tiempo. 

En 2009, se evidenció un aumento en este número de municipios 
debido a que al final del 2008 las FARC pusieron en marcha el llamado Plan 
Renacer que consistió en aumentar su accionar por medio de actividades 
que eran poco intensivas en la implementación de personal armado 
(con el fin de evadir los combates directos), tales como la instalación de 
artefactos explosivos, hostigamientos, ataques con francotirador y contra 
la infraestructura económica. A partir de lo anterior el Gobierno nacional 
continuó implementando y fortaleciendo su política de seguridad democrática, 
lo cual contribuyó a que el Estado volviera a tener ventaja militar con 
respecto a estos grupos, sin embargo esta política vio su final en el año 2010 
cuando el expresidente Álvaro Uribe terminó su mandato, lo que generó 
nuevamente un aumento progresivo en la presencia y accionar de los grupos 
armados enfocada en los departamentos de Putumayo, Norte de Santander y 
Arauca, que se consideraban atractivos por ser puntos estratégicos en cuanto 
a movilizaciones y narcotráfico.

 
Es así como en la transición del 2011 al 2012 se evidenció un repunte 

en el accionar de los grupos armados, donde el ELN participó notoriamente, 
con el fin de mostrarse fortalecido militarmente ante un eventual escenario 
de negociación con el Gobierno y por la conmemoración de los 50 años de 
su fundación. Por todo lo anterior, en febrero de este último año el Gobierno 
nacional puso en marcha el Plan Espada de Honor I que se basaba en una 
"estrategia de vocación ofensiva e interinstitucional” orientada a debilitar 
y desarticular las estructuras de las FARC y el ELN y que se enfocó en 
10 regiones (La Guajira, Tolima, Meta, Catatumbo, Tumaco, bajo Cauca 
Antioqueño, Nudo de Paramillo, sur del Valle y norte del Cauca, Arauca, 
Caquetá y Putumayo), pues estas se caracterizaron por ser aquellas en las 
que estos grupos (las FARC, y en menor medida el ELN) históricamente han 
tenido presencia y continúan teniéndola (Prieto et al., p. 17).
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Finalmente, entre 2013 y 2017 se presenta una importante disminución 
del número de eventos terroristas, la cual es explicada por el inicio de las 
negociaciones entre el Gobierno en cabeza del presidente Juan Manuel 
Santos y las FARC a finales de 2012. No obstante, la política de seguridad de 
Juan Manuel Santos, no logró disminuir las acciones guerrilleras en algunas 
regiones (Ríos, 2020). Aunque en menor proporción, se mantienen eventos 
terroristas principalmente en regiones periféricas del país cómo Arauca, 
Norte de Santander, Nariño y Putumayo. 

Los escenarios donde se ha desarrollado históricamente el conflicto son 
el resultado de una construcción social entre las relaciones individuales y su 
respectivo territorio (Ríos, 2020). En este sentido, las condiciones demográficas, 
sociales o culturales que caracterizan a los municipios, puede favorecer las 
actividades de los grupos armados de acuerdo con sus objetivos y estrategias. A 
lo largo de la historia se ha podido identificar que los municipios mayormente 
afectados por el conflicto están ubicados en la periferia, caracterizándose por 
presentar dificultad de acceso, déficit en infraestructura, debilidad política, 
además de ser lugares selváticos o montañosos.

En la Figura 3.2 se presenta la evolución de los municipios que a lo 
largo del periodo 2003-2017 han presentado un mayor número de eventos 
terroristas. En general, se puede observar que los municipios que han 
sido más afectados se caracterizan por ser de dominio estratégico para los 
grupos armados tanto para su movilización, abastecimiento de armamento y 
provisiones, así como para el transporte de cargamentos de droga, con el fin 
de darles salida al mar para comercializarse, pues son de vital importancia 
para el financiamiento de sus actividades ilícitas.

Figura 3.2. Municipios con mayor número de eventos terroristas durante el 
periodo 2003-2017
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Así pues, para el periodo del 2003-2007 se tiene una ampliación 
militar entre las fuerzas militares del Estado y las FARC, favoreciendo al 
primero; lo cual obligó a la guerrilla a replegarse a zonas fronterizas; esto fue 
posible gracias a la implementación de la Política de Seguridad Democrática 
del expresidente Álvaro Uribe la cual se basaba en planes de recuperación 
territorial como “el Plan Patriota en 2004 con énfasis en Meta, Guaviare y 
Putumayo, los Planes Libertad I y II (en 2003 y 2005) en Cundinamarca y 
Tolima…” (FIP, 2014). Esto conllevó a que las FARC se replegaran a las 
zonas fronterizas como Putumayo, Nariño, Cauca, Catatumbo en Norte de 
Santander y Arauca. Además, las FARC perdieron su capacidad para cometer 
grandes ataques a poblaciones e instalaciones militares, por lo que enfocaron 
su accionar en eventos que requieren de poca movilización de personal y 
recursos.

Es así como durante los años 2008-2012 pudo evidenciarse que 
existió un periodo de transición de la dinámica del conflicto armado en el 
país, ya que en principio la zona central del país fue aquella en la que más se 
concentró el accionar de estos grupos armados (los departamentos del Meta 
y el Huila persisten en gran parte del periodo) y, posteriormente, de acuerdo 
al alza en el accionar militar del Estado con respecto al guerrillero se da un 
proceso de descentralización de las acciones, donde estos grupos pasan a 
ubicarse en la periferia, debido al aumento en la persecución por parte del 
Estado colombiano.

Los departamentos del Meta y el Huila (municipios de Vistahermosa, 
Villavicencio, Mesetas, Uribe y Neiva) contaron con mayor persistencia en 
el accionar de estos grupos, debido a que históricamente el Meta ha sido 

Fuente: Elaboración propia con base en información del panel de datos del CEDE.
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un corredor estratégico para el comercio de narcóticos y armas desde y 
hacia el exterior. Según información de la FIP (2013) entre 2007 y 2008, 
durante el segundo mandato de Álvaro Uribe, las fuerzas militares se 
concentraron en ubicar a los comandantes del Secretariado de las FARC, 
donde la organización guerrillera es fuertemente golpeada en el Meta debido 
al accionar tan destacado en la zona. En ese orden de ideas, el departamento 
del Huila también ha contado persistencia en cuanto a la afectación por 
estos grupos, lo cual ha sido asociado con el hecho de que este territorio 
es conocido como el punto de encuentro o cruce de cuatro corredores 
estratégicos: el de Sumapaz (comunica la región con los departamentos del 
Meta y Cundinamarca, y con Bogotá); el de la Amazonía norte (conecta la 
región con el noroccidente del Caquetá, Meta y la cuenca del Orinoco); el 
de la Amazonia sur (comunica al Huila con Caquetá, Cauca y Putumayo) 
y el corredor del Pacífico (comunica a este departamento con el Tolima, 
Valle y la región del Pacífico) (Vicepresidencia de la República; FIP, 2013). 
Además, la evidencia data que en los departamentos del Huila y Caquetá se 
ha contado con presencia de diversos frentes de las FARC que han estado 
involucrados en varias actividades ilegales como el narcotráfico, la extorsión, 
el reclutamiento de menores, entre otros.

En consecuencia con lo anterior y teniendo en cuenta la importancia 
estratégica de estos territorios el Gobierno nacional emprende acciones con 
el fin de debilitar a estos grupos y dar captura a sus cabecillas, lo cual 
desencadena una serie de dinámicas entre ambas partes; en el 2008 se 
ejecuta la Operación Renacer por parte de las FARC, en el 2009, este grupo 
incrementa su accionar tratando de desconcentrar los esfuerzos militares 
que se venían desplegando contra sus altos mandos a lo largo de los dos 
años anteriores, a partir de lo cual se da un repunte de acciones guerrilleras, 
principalmente en el suroriente y suroccidente del país, donde se encontraban 
cercadas las estructuras de los comandantes alias el Mono Jojoy y alias 
Alfonso Cano. Para el año 2011, en Caquetá y Meta, la estrategia de las 
FARC habría sido la de responder a la lógica de multiplicar los escenarios 
de confrontación con la Fuerza Pública y desconcentrar la presión militar 
sobre los comandantes. A partir de 2010, las FARC enfocaron sus esfuerzos 
en fortalecerse militarmente y en recuperar el territorio perdido, en particular 
áreas claves para la organización. 

Es así como luego de toda esta serie de enfrentamientos y la posterior 
captura se da un proceso de descentralización de las acciones y pasan a 
presentarse altos niveles de actos terroristas en municipios pertenecientes 
a los departamentos de Arauca y Nariño (municipios de Tame, Saravena, 
Arauquita y Tumaco). El municipio de Tumaco en Nariño, según Prieto et 
al. (2014) desde mediados del 2011 registró un aumento progresivo de las 
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acciones armadas guerrilleras, debido a que este territorio se convirtió en uno 
de los escenarios de mayor importancia para el narcotráfico a nivel nacional 
y de repliegue de la guerrilla, ya que concentra todas las etapas de la cadena 
del negocio (cultivo de coca, procesamiento y comercialización de drogas) 
(Prieto et al., 2014, p. 20). Por otro lado, también se ha tenido en cuenta 
que en estas zonas por ser fronterizas tradicionalmente han sido escenarios 
para el desarrollo de actividades ilegales como el contrabando de armas y 
de gasolina y el tráfico de drogas ha existido poca (casi nula) presencia de 
Fuerza Pública y una gran dificultad de vigilar la totalidad del paso fronterizo 
que ha permitido a las guerrillas consolidar zonas de retaguardia desde donde 
pueden organizar incursiones y ataques hacia el interior del país. Además, 
allí también ha existido debilidad institucional y niveles de corrupción 
considerables, los cuales han facilitado el arraigo de estructuras ilegales, 
permitiendo la malversación de recursos públicos y procesos de intervención 
con bajos niveles de planeación (Prieto et al., 2014, p. 26).

Tolima entra a ocupar un lugar importante debido a que desde 
2010, el que en ese entonces era el comandante de las FARC, Guillermo 
León Sáenz Vargas, alias Alfonso Cano, se movilizó desde el Cañón de las 
Hermosas en Tolima hacia el Cauca buscando refugio de los operativos de 
la Fuerza Pública para dar con su paradero. A medida que el Ejército logró 
traspasar el anillo de seguridad de Cano, el grupo guerrillero incrementó 
su actividad en el norte del Cauca para distraer la presión de los ataques 
sobre su jefe, especialmente en los municipios de Caldono, Caloto, Toribío, 
Corinto y Santander de Quilichao (Prieto et al., 2014). Bogotá ocupa un lugar 
importante por ser la capital del país, en donde el mayor número de acciones 
estuvieron enfocadas en la colocación de artefactos explosivos (carros y 
motos bomba) contra instalaciones de la Policía Nacional.

Con el fin de acabar con el histórico conflicto armado del país, bajo 
el mandato de Juan Manuel Santos a finales de 2012, se dio inicio a las 
negociaciones para la firma de un tratado de paz con el principal actor del 
conflicto, las guerrillas de las FARC. No obstante, en Norte de Santander, 
Arauca, Nariño y Putumayo, continuaron registrando el mayor número de 
eventos terroristas, aún después de iniciarse las negociaciones. Como se 
mencionó anteriormente, la ubicación periférica de estos departamentos y 
su vínculo con el narcotráfico, fueron los principales factores que definieron 
la presencia de grupos armados, principalmente de las FARC y, en menor 
medida, del ELN. Entre 2013 y 2015 se mantiene la actividad armada en 
el suroccidente del país, en municipios de los departamentos de Nariño y 
Putumayo. Además de su posición estratégica y la consolidación del Bloque 
Sur de las FARC, el primero se caracterizó por ser un tradicional bastión de 
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guerra y el segundo como retaguardia (Ríos, 2020). 

Debe señalarse que Puerto Asís y Orito, municipios ubicados en el 
bajo Putumayo, fueron estratégicos para las finanzas de las FARC por regular 
el cultivo de coca y su posterior comercialización (FIP, 2014). Además de 
esto, de acuerdo con Ávila y Torres (2014), en 2013 se registraron acciones 
de las FARC contra la infraestructura petrolera y energética. En el primer 
caso, están relacionadas con ataques a oleoductos y quema de carrotanques, 
como herramientas de sabotaje y medio de presión para llamar la atención 
del Gobierno, ubicando al departamento en el primer lugar, registrando el 
mayor número de ataques contra la infraestructura petrolera. En el segundo 
caso, el municipio de Orito fue el centro de ataques contra la infraestructura 
energética, a través de la destrucción de postes y torres de energía, por parte 
del Bloque Sur de las FARC (Ávila y Torres, 2014). 

En San Andrés de Tumaco (Nariño), al igual que en el bajo Putumayo, 
la principal razón para continuar con las acciones violentas, es la economía 
cocalera, la cual favoreció la financiación de grupos herederos de las FARC 
(CINEP, 2019). De hecho, fue San Andrés de Tumaco, el municipio que 
registró mayor número de eventos terroristas entre 2013 y 2015, como se 
puede observar en la Figura 2. En el nororiente del país, en los municipios 
de Norte de Santander y Arauca, principalmente en los ubicados en la región 
del Catatumbo, evidencian mayor presencia del ELN. Aun cuando se reducen 
los niveles de violencia por parte de las FARC por el diálogo de paz, se refleja 
la presencia de este grupo en algunos municipios de Norte de Santander y 
Arauca (Ríos, 2020). 

En los últimos años del periodo analizado se puede confirmar que los 
ingresos de las guerrillas se basaron en el negocio del narcotráfico, aumentando 
de manera importante los cultivos cocaleros (Ríos, 2020). En general se 
puede observar que son las zonas periféricas del país como el nororiente 
y el suroccidente del país, resultan más atractivas para las guerrillas, dadas 
las condiciones y actividades desarrolladas al interior del territorio. Esto se 
encuentra en línea con lo evidenciado por Ríos (2020), quien plantea que 
existe una relación entre escenarios fronterizos o periféricos y presencia de 
economías cocaleras que favorecen las finanzas de las guerrillas.

3.2. Caracterización reciente del conflicto

Teniendo en cuenta las diferentes repercusiones que ha tenido el 
conflicto armado en el país, de las diferentes fluctuaciones a lo largo de su 
desarrollo y de los diez intentos fallidos de negociaciones (que ha habido 
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a lo largo de la historia) con los grupos insurgentes por parte del Gobierno 
nacional en su intento de procurar una mejoría en las condiciones económicas 
y sociales de la nación; en septiembre del año 2012 el intento número once, a 
manos del presidente de la época (Juan Manuel Santos), resultó ser exitoso y 
dio paso al inicio de las negociaciones de un acuerdo de paz con la guerrilla 
de las FARC, los cuales iniciaron a mediados de octubre en Oslo (Noruega) 
y, posteriormente, continuaron en Cuba.

Dicho proceso de negociación tuvo una duración de alrededor de cuatro 
años y culminó el 26 de septiembre del año 2016, fecha en la cual se firmó el 
acuerdo cuya finalidad principal fue “Terminar el conflicto armado entre las 
dos facciones en guerra”. La firma de este pacto dio paso a una nueva etapa en 
la historia del país: el posconflicto, el cual traía consigo unas expectativas de 
optimismo, ya que uno de los grupos armados que más perjuicios ha causado, 
optó por entregar sus armas y reincorporarse a la vida civil; sin embargo, 
poco a poco se fue evidenciando como dicho panorama se fue entorpeciendo, 
debido a que no todos los combatientes estuvieron de acuerdo con lo firmado y 
decidieron continuar su lucha bajo la figura de disidencias o grupos al margen 
de los acuerdos que continuaron actuando por la vía armada y delictiva, todo 
lo cual se vio reflejado en la perduración de las cifras de víctimas a lo largo del 
territorio, tal como se observa en la Figura 3.3.

Figura 3.3. Total de víctimas del conflicto armado en Colombia 2016-2019

Fuente: Elaboración propia a partir de información de la Unidad de Víctimas.
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Es posible apreciar que, a pesar de que las cifras son inferiores a 
las evidenciadas en la década anterior son considerables teniendo en 
cuenta que estos años son posteriores a la firma de un acuerdo de paz; sin 
embargo, el mantenimiento de estos números y su respectivo aumento es 
explicado por el accionar de las guerrillas que se mantienen activas además 
de la conformación de las diferentes disidencias que “surgieron en las etapas 
previas al preagrupamiento de las FARC en diciembre de 2016, y el proceso 
de dejación de armas que culminó el 27 de junio de 2017” (Álvarez et al., 
2018; Garzón et al., 2021). Dichas agrupaciones se han conformado no solo 
por exguerrilleros de las FARC y se han extendido a lo largo del territorio 
nacional, según Álvarez et al. (2018) pasaron de contar con solo un grupo en 
junio de 2016 a tener presencia en 13 departamentos, contar con entre 16 y 18 
estructuras y alrededor de 1.200 militantes para el año 2018 (p. 17).

Por su parte, el ELN empezó a fortalecerse al mismo tiempo que 
las FARC entregaron sus armas, para el año 2017 esta facción contaba con 
alrededor de 1.800 miembros y una presencia considerable en territorios en 
los que anteriormente se habían ubicado de manera superficial, es así como 
las regiones pertenecientes al norte del Chocó y Cauca, costa de Nariño, 
Buenaventura y el sur de Córdoba pasaron a tener una presencia considerable 
de dicha agrupación. Por otro lado, fortalecieron estrategias para ocupar con 
mayor fuerza los territorios en los que tenían presencia compartida con las 
FARC, tales como Arauca, sur del Chocó y bajo Cauca Antioqueño, realizaron 
ataques en 23 municipios y empezaron a tener enfrentamientos con la Fuerza 
Pública como nunca antes en su trayectoria (International Crisis Group 
[ICG], 2017, p. 7).

Desde mediados del año 2016 y principios del 2017, el Gobierno 
nacional inició diálogos para la firma de un acuerdo de paz con esta guerrilla 
en Quito (Ecuador), cuyo hecho más representativo fue el acuerdo entre 
ambas partes sobre un cese al fuego denominado “Acuerdo y comunicado 
sobre el cese al fuego bilateral y temporal entre el Gobierno y el ELN, 
Gobierno de Colombia, 4 de septiembre de 2017”, por medio del cual esta 
guerrilla se comprometió a poner fin durante un mes a sus acciones bélicas 
(secuestros, atentados contra la infraestructura, especialmente la petrolera, el 
reclutamiento de menores de edad y el uso de artefactos explosivos), mientras 
que el Gobierno se encargaría de brindar garantías con respecto al derecho 
a la protesta, la protección de líderes sociales, militantes encarcelados y 
mantener reuniones con los miembros vinculados al proceso de paz. 

Sin embargo, en los últimos años dicho grupo se ha ido incorporando 
cada vez más a las actividades del narcotráfico y, a pesar de que se descubrieron 
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y destruyeron laboratorios de cocaína de propiedad de dicha agrupación, esta 
se ha vinculado cada vez más con respecto al comercio de alucinógenos de 
mayor valor a partir de sus actividades en los territorios de Cauca, Catatumbo 
y Chocó, de los cuales en los dos últimos territorios ha tenido una cantidad 
considerable de enfrentamientos con otros grupos al margen de la ley (ICG, 
2017).

Así mismo, el ELN se ha enfocado en la conservación de territorios 
estratégicos para su accionar, tales como la región de Arauca en su frontera 
con Venezuela donde aplica sus propias leyes e ideologías y orienta la 
actividad económica hacia el narcotráfico; del mismo modo se ha enfocado 
en fortalecer su aparato militar con una única finalidad defensiva “donde el 
objetivo ya no sea ganar la guerra. Resistir basta para justificar su existencia, 
afirma el ELN” (ICG, 2017, p. 8).

Por otro lado, las disidencias pueden definirse como aquellas 
agrupaciones de carácter marginal que se han conformado a raíz de las 
divergencias existentes entre sus miembros con respecto a las decisiones 
tomadas ante el panorama de negociación. Sin embargo, la conformación de 
estos grupos también ha estado influida por incentivos de carácter económico, 
las políticas contrainsurgentes implementadas por el Gobierno nacional, las 
dinámicas de paz y respaldo social, además de los cambios en el liderazgo de 
los grupos (comandantes de gran importancia para los militantes han optado 
por unirse a estos grupos, incentivando a más a unirse a dicha causa). Por otro 
lado, algunos exguerrilleros que se adhirieron a los acuerdos, posteriormente, 
se unieron a las disidencias como resultado de la falta de “garantías de 
seguridad” por parte del Estado, lo cual puso en evidencia la vulnerabilidad 
de quienes se sometieron a lo firmado con respecto a los grupos al margen 
que están en la capacidad de entorpecer la implementación de los acuerdos, 
vulnerar las condiciones de seguridad en los escenarios urbano y rural, y 
robustecer las economías criminales (Álvarez et al., 2018).

Se trata de estructuras armadas que —con sus respectivas dimensiones, 
rasgos y variaciones—, pueden competir en el plano militar, político y 
social de forma directa a la acción del Estado y sabotear sus esfuerzos 
para la construcción de la paz o los anhelos de quienes sí dejaron las 
armas. (Álvarez et al., 2018, p. 12)

En ese orden de ideas, a partir del proceso de expansión y las dinámicas 
de estas facciones, Álvarez et al. (2018) resumen el establecimiento de estos 
grupos a lo largo del territorio en medio de dos grandes regiones, la Oriente 
– Sur y la macro-región de Occidente, dentro de las cuales para 2018 se 
establecieron alrededor de 16 grupos, tal como se observa en la Figura 3.4.
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Figura 3.4. Disidencias de las FARC confirmadas por región de influencia, 
año 2018

Fuente: Elaboración propia a partir de información de Álvarez et al. (2018).

El frente 1, que abarca la región de los departamentos de Meta, 
Guaviare, Vaupés, Vichada y Caquetá, ha sido un escenario en medio del cual 
se ha recrudecido el conflicto de manera considerable, el accionar de este 
frente ha sido contundente y han predominado acciones como homicidios, 
la instalación de minas antipersona, amenazas, retenes ilegales, secuestro, 
reclutamiento forzado, deforestación, entre otras. El frente 7, que abarca el sur 
del Meta y el Caquetá, también ha contado con un accionar considerable y ha 
sido el epicentro de acciones como el reclutamiento forzado, secuestro, quemas 
(de vehículos y maquinaria de fabricación), retenes ilegales y desplazamiento 
forzado. Así mismo, el frente 10, ubicado en el departamento de Arauca, se 
ha enfocado en realizar atentados terroristas contra desmovilizados de las 
FARC.

En ese orden de ideas, los frentes 14 y 15, con presencia en el 
Caquetá, se enfocaron en lucrarse a partir del establecimiento de retenes 
ilegales, mientras que la fabricación y tráfico de estupefacientes, seguidos de 
diferentes acciones violentas con el fin de garantizar dicha actividad, ha sido el 
mayor accionar de los frentes 40 y 62 (Meta), 48 (Putumayo), Acacio Medina 
(Guainía, Vichada y frontera con Venezuela), Oliver Sinisterra (Nariño 
y Ecuador), 6 (Cauca), Resistencia Campesina y Los de Sabalo (Nariño), 
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Guerrillas Unidas del Pacífico (Nariño y Valle del Cauca), Columna Miller 
Perdomo y Jacobo Arenas (Cauca, Valle del Cauca); mientras que el frente 30 
(Valle del Cauca), 16 (Vichada, Casanare, Arauca) y, 36 (Antioquia) se han 
enfocado en acciones como robos y enfrentamientos con las autodefensas 
(Álvarez et al. 2018, p. 26).

Todos estos grupos tienen un común denominador asociado a la 
forma de robustecer sus filas, los cuales están asociados a la contratación 
de estructuras criminales, reclutamiento forzado y toma de territorios y 
corredores abandonados por las FARC luego de la firma de los acuerdos; todo 
lo cual permitió un proceso de expansión acelerado y que su accionar tuviese 
efectos contundentes. Sin embargo, no solo los grupos disidentes se han 
centrado en apoderarse de sectores periféricos y estratégicos del territorio, el 
ELN y los grupos criminales organizados también se han enfocado en ocupar 
territorio que les permitan fortalecer sus niveles de organización interna, 
capacidad militar, recursos económicos y capital político, ICG (2017). 

Por otro lado, según el ICG (2017) existen otros dos grupos armados 
que han estado activos durante los últimos años en el territorio nacional, 
en primer lugar se encuentran los gaitanistas, cuyas principales actividades 
se orientan hacia el narcotráfico, la minería ilegal de oro, las extorsiones 
y, se han enfocado en ocupar territorios pertenecientes al Urabá, sur de 
Córdoba y Bolívar, el Chocó y, bajo Cauca Antioqueño, bajo la figura de 
combatientes armados; del mismo modo y bajo la figura de delincuentes 
subcontratados mantienen acciones en las regiones pertenecientes a los 
departamentos de Nariño, Antioquia, la costa Atlántica y la frontera con 
Venezuela. En segundo lugar, se encuentra el frente Libardo Mora Toro del 
EPL, que para mediados de 2017 contó con alrededor de 200 militantes y 
cuyas operaciones evidenciaron procesos de expansión hacia la región del 
Catatumbo (partes de Tibú, El Tarra, Sardinata, Teorama y Abrego) y la 
frontera con Venezuela.

En ese orden de ideas y ante el repunte de actividad en el último 
lustro, el Gobierno nacional ha puesto en marcha los planes “Victoria” y 
“Comunidades seguras”, los cuales se basan en la ampliación del control 
territorial por parte de la policía y el ejército a través de “la incorporación 
de los conceptos como: áreas de atención prioritaria, estabilización y 
consolidación, factores de inestabilidad, control institucional del territorio, 
acción unificada, liderazgo integrado” (Cook, 2017, párr. 3); todo lo cual ha 
desencadenado diferentes respuestas por parte de los grupos armados en sus 
áreas de influencia en especial con ataques contra la población civil, tal como 
se observa en la Figura 3.5 que evidencia el número de ataques contra la 
población civil a nivel municipal para los años 2017 a 2020.
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Figura 3.5. Número de ataques contra la población civil a nivel municipal 
2017-2020

Fuente: Elaboración propia a partir de información de la OCHA (United Nations Office for the 
Coordination of Humanitarian Affairs).
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Capítulo 4. Conflicto armado y rendimiento académico: dinámicas 
espaciales

En los capítulos anteriores se referenciaron los efectos económicos, 
sociales y educativos que tiene el conflicto armado. Además, se realizó un 
recuento histórico de cómo ha evolucionado el conflicto en el caso colombiano 
en las últimas décadas. En el presente capítulo se introducirá al lector en una 
serie de indicadores exploratorios de datos espaciales como el índice de Moran 
y los indicadores locales de asociación espacial (LISA), con el propósito de 
explicar la estimación y la evaluación de las correlaciones espaciales entre 
las variables de conflicto y rendimiento académico. En el capítulo siguiente 
se presentará y explicará el modelo confirmatorio que evalúa la existencia 
de efectos directos e indirectos de la relación entre conflicto y rendimiento. 

Es conveniente recordar que, desde el punto de vista conceptual, el 
conflicto armado puede generar potenciales efectos vecindario y esta es la 
razón por la cual utilizamos este enfoque en la metodología del libro. La 
distribución (incidencia) e intensidad (víctimas) del conflicto no es homogénea 
a lo largo del territorio. Adicional a la presentación de resultados del análisis 
exploratorio de datos, en el presente capítulo también se explican las 
variables a considerar en el análisis empírico, las fuentes de datos utilizadas, 
el tratamiento de las variables y unas breves estadísticas descriptivas. 

4.1. Metodología

La metodología de la propuesta se compone de dos partes. En primer 
lugar, se identificarán patrones de asociación espacial (clústers) de las 
variables correspondientes al conflicto armado y al rendimiento académico 
en Colombia por medio de indicadores exploratorios de datos espaciales, 
como el índice de Moran y los indicadores locales de asociación espacial 
(LISA). En segundo lugar, se estimará un modelo de econometría espacial 
tipo Durbin para evaluar los efectos directos e indirectos de la intensidad 
del conflicto sobre el rendimiento académico que se presenta en el siguiente 
capítulo. 

El índice de Moran es una herramienta que permite identificar el 
grado de correlación espacial de las variables relacionadas con el conflicto 
armado y con el rendimiento académico de forma univariada y bivariada. 
En el caso univariado, se estudia la correlación espacial de los municipios 
en cuanto a sus resultados en rendimiento académico y a la incidencia del 
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conflicto armado de forma independiente.  De acuerdo con Anselin (1995), 
en este caso, el índice de Moran se puede representar como:

Donde wij corresponde al elemento de la fila i y columna j de la 
matriz de pesos espaciales, la cual por lo general asigna el valor de 1 a los 
vecinos de cada entidad territorial y el valor de 0 a los que no cumplen con 
esta condición. Las observaciones z son las desviaciones de la media de 
cada variable de interés, en la que el subíndice i denota una unidad espacial 
determinada y el subíndice j a la unidad vecina de i. Por último, m2 es el 
término de varianza.

En el caso bivariado, el índice de Moran mide el grado de correlación 
espacial entre el rendimiento académico en cierto municipio y el nivel del 
conflicto armado en municipios vecinos de forma dependiente, de tal manera 
que permite evaluar el grado de correlación espacial entre la presencia de 
conflicto armado de un municipio y el rendimiento académico de sus vecinos. 
La forma de este índice se representa en la Ecuación (4.2).

Conforme al objetivo del estudio, xi es la variable asociada al conflicto 
armado en el municipio i, x ̅               es la media de x, yj es el nivel de rendimiento 
académico en el municipio j e y ̅    es la media de este rendimiento. N es el 
número de unidades espaciales de análisis y W=∑i∑jwij , corresponde al 
número total de vecindades. 

Por su parte, el procedimiento de LISA descompone el índice 
de Moran y calcula en cuánto contribuye cada entidad territorial a la 
formación del valor general de la autocorrelación espacial, identificando 
clústers de municipios que se relacionan espacialmente entre la intensidad 
del conflicto armado y el rendimiento académico de los mismos. De esta 
forma, en el caso de los indicadores locales bivariados, se obtiene un valor 
de significancia para cada clúster, formado por los valores de una variable 
en cuestión y el respectivo rezago espacial para la segunda variable. De 
este modo se obtiene una herramienta que determina áreas de agrupamiento 
y establece diferentes asociaciones espaciales entre las variables (Chasco, 
2006). 
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4.2. Fuente de datos

Los datos para la presente investigación provienen de dos fuentes. 
En primer lugar, se utilizan las bases de datos de las pruebas de estado del 
Icfes en grado 11° del 2003 al 2017. Esta base contiene información sobre la 
variable rendimiento académico, la cual constituye la variable dependiente 
del modelo y es estandarizada para efectos de la estimación econométrica. 
Para el cálculo del puntaje total de la prueba Saber 11°, bajo la metodología 
del Icfes, se trabajan con cinco bloques cuya composición depende del 
periodo de tiempo. En la Tabla 4.1, se relacionan los bloques considerados 
en cada caso.

Tabla 4.1. Estructura de la prueba Saber 11°

Periodo

2003-2005II

2006I-2014I

2014II-
actual

Bloque 1

Lenguaje 
y 

Filosofía

Lenguaje 
y 

Filosofía

Lectura 
Crítica

Bloque 2

Matemáticas

Matemáticas

Matemáticas 
(incluye 

Razonamiento 
Cuantitativo)

Bloque 3

Física, 
Química 

y 
Biología

Física, 
Química 

y 
Biología

Ciencias 
Naturales

Bloque 4

Historia y 
Geografía

Ciencias 
sociales 

(Historia y 
Geografía)

Sociales y 
Ciudadanas 

(incluye 
Competencias 
Ciudadanas)

Bloque 5

Inglés, 
Francés o 
Alemán

Idioma-
Inglés 

(Inglés, 
Francés o 
Alemán)

Inglés

Fuente: Elaboración propia a partir de información de la OCHA (United Nations Office for the 
Coordination of Humanitarian Affairs).

Con el fin de que los resultados sean comparables año a año, el Icfes 
estableció en su metodología la respectiva estandarización de los puntajes de 
cada una de las asignaturas evaluadas a una escala en la cual quedarán con 
una media de 50 y una desviación estándar de 10, un valor mínimo de cero y 
un valor máximo no acotado. Esto se realiza a los puntajes de cada asignatura 
de manera independiente previo al cálculo del puntaje global.
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Con relación a la elección de las pruebas Saber 11° como variable 
dependiente, es conveniente aclarar que esta obedece a criterios teóricos, 
conceptuales y de consistencia temporal durante el periodo de estudio 
considerado. En la actualidad existen adicionalmente las pruebas Saber 3°, 5° y 
9° en educación primaria, básica y media y las pruebas Saber Pro en educación 
superior. 

Las pruebas Saber 11°, antes llamadas pruebas Icfes, comenzaron 
desde 1968, año en el que por medio del Decreto 3156 se reorganiza el Fondo 
Universitario Nacional y se le da la denominación de Instituto Colombiano 
para el Fomento de la Educación Superior (Icfes). Desde ese momento las 
pruebas se presentan anualmente y mediante el Decreto 2343 del 1980 se 
reglamentó la obligatoriedad de presentarlas para el ingreso a cualquier 
programa de pregrado en Colombia. Desde el año 2009 se cambia el nombre 
de pruebas Icfes a pruebas Saber 11°.

Por otro lado, las pruebas Saber 5° y 9° empezaron a realizarse con 
un enfoque comparable en el tiempo desde el año 2009, con el objetivo de 
consolidar la evaluación de los estudiantes. Sin embargo, no fue hasta el 
año 2012 cuando se decidió que la aplicación censal de las pruebas para 
los alumnos de tercero, quinto y noveno se realizara de manera anual.  
Cabe recalcar que para los estudiantes de tercero las pruebas Saber solo 
evalúan el área de lenguaje y matemáticas. El estudiante de este grado 
solo contesta una de estas dos opciones y dicha elección se hace de 
manera aleatoria. 

En quinto y noveno los estudiantes son evaluados en las áreas de 
lenguaje, matemáticas, competencias ciudadanas y ciencias naturales, donde 
las últimas dos áreas se intercalan año a año, es decir, un año se evalúa 
matemáticas, lenguaje y ciencias naturales, y al otro, se evalúan matemáticas, 
lenguaje y competencias ciudadanas. Sin embargo, un estudiante de estos 
grados responde solo las preguntas de dos de esas tres áreas, las cuales se 
escogen de manera aleatoria para cada uno de los estudiantes.

En cuanto a las pruebas Saber Pro, estas tuvieron su origen en el 
año 2003. En estas se realizaba un examen de conocimientos específicos a 
diversos programas académicos que llevaba el nombre de Examen de Estado 
de Calidad de la Educación Superior (ECAES) dirigido a 22 programas de 
educación superior. Cabe añadir que durante sus inicios este examen no tenía 
carácter obligatorio.

Para el año 2009 el examen tuvo un cambio estructural mediante la 
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Ley 1324 y el Decreto 3963 del 2009, en el que la prueba se convierte en 
obligatoria. Además, se inició la evaluación sobre competencias genéricas, 
como son: pensamiento crítico, solución de problemas, entendimiento 
interpersonal y escritura.

De acuerdo con lo anterior, podemos ver que las pruebas Saber 3°, 
5° y 9° no cuentan con la cobertura en tiempo que la presente investigación 
abarca. Por otro lado, las pruebas Saber Pro no tienen la cobertura municipal 
suficiente para ayudarnos a dar resultados significativos a nivel espacial 
de las variables involucradas en la presente investigación. De esta forma, 
las pruebas Saber 11° son las más indicadas tanto en tiempo, cobertura y 
competencias evaluadas.

En segundo lugar, se utiliza el panel municipal del CEDE de 
la Universidad de los Andes durante el mismo periodo de tiempo. El 
panel contiene diversos módulos sobre características generales, salud, 
educación, conflicto y violencia de los municipios en Colombia. Con 
relación a la variable explicativa de interés, se considera inicialmente el 
número de atentados terroristas perpetrados por los diferentes grupos al 
margen de la ley. Esta variable se encuentra en el último módulo del panel 
municipal. 

Sin embargo, y dado que en la literatura internacional la variable 
de atentados terroristas está asociada más a la presencia del conflicto 
que a la intensidad del mismo, se considera adicionalmente la variable 
de número de víctimas en homicidios provocados por grupos al margen 
de la ley, en línea con lo planteado por Restrepo et al. (2004), en el que 
el número de muertos y heridos en enfrentamientos representa un buen 
indicador del nivel de violencia. En esta misma línea, trabajos como 
los de Gómez (2017), Haugan (2016), Orraca (2018) y Sharkey (2010), 
analizan la intensidad del conflicto a través de tasas de homicidios. 
Adicional a la variable de víctimas de homicidios, se consideran también 
las variables de víctimas de atentados terroristas y de amenazas y las 
víctimas del desplazamiento forzado. Lo anterior con el propósito de 
evaluar diferentes mecanismos a partir de los cuales el conflicto puede 
afectar el rendimiento académico.

Las estimaciones se realizan para cada año y como variables control 
a nivel municipal se utilizan las relacionadas con población, estructura 
económica, características geográficas y otras variables de violencia y 
conflicto. En la Tabla 4.2 se presentan algunas de estas variables. 
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Tabla 4.2. Variables del modelo econométrico

Variable

Dependiente

Rendimiento 
académico

Explicativas

Conflicto 
armado

Descripción

Puntaje de las pruebas de estado 
en grado 11° a nivel municipal. 
Se presentarán resultados para 
puntajes estandarizados.

Presencia del conflicto armado. 
Atentados terroristas perpetrados 
por grupos al margen de la ley. 
Toma el valor de 1 si el municipio 
registró al menos un atentando y 0 
si no registró ningún atentado.

Víctimas de homicidios. Número 
de víctimas en homicidios 
provocados por grupos al 
margen de la ley por cada 10.000 
habitantes.

Víctimas de desplazamiento. 
Número de desplazados 
provocados por grupos al 
margen de la ley por cada 10.000 
habitantes.

Víctimas de amenazas. Número 
de víctimas por amenazas 
provocadas por grupos al 
margen de la ley por cada 10.000 
habitantes.

Víctimas de atentados. Número 
de víctimas en atentados 
provocadas por grupos al 
margen de la ley por cada 10.000 
habitantes.

Fuente

Icfes

CEDE

Unidad de 
Víctimas/ CEDE

Unidad de 
Víctimas/ CEDE

Unidad de 
Víctimas/ CEDE

Unidad de 
Víctimas/ CEDE
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Fuente: Elaboración propia con base en la información del panel de datos del CEDE y las bases de 
datos del Icfes, de la Unidad de Víctimas y del Banco de la República.

4.3. Resultados

4.3.1. Evolución del conflicto armado

En la Figura 4.1 se presenta la evolución de la intensidad del conflicto 
armado a partir de las cuatro variables consideradas en este estudio del 2003 
al 2017. De acuerdo con la figura, se observa una clara tendencia decreciente 
y sostenida para el caso de las variables de víctimas de homicidios y de 
desplazamiento, mientras que en el caso de víctima de atentados terroristas 
y amenazas se observa una disminución hasta 2009, luego un aumento hasta 
2012 y, posteriormente, una caída hasta alcanzar niveles inferiores a los 
reportados en el 2003.  

 
La disminución entre 2003 y 2007 se explica principalmente por las 

políticas implementadas durante el mandato de Álvaro Uribe, basadas en la 
recuperación del control militar en el territorio. Dentro de ellas, la Política 

Estudiantes / 
Docente

Inversión en 
educación

Capital 
departamental

Ingresos 
tributarios

Índice de 
ruralidad

Número de estudiantes de grado 
11° que presentaron las pruebas de 
estado Saber 11° por número de 
docentes de educación media.

Inversión en educación por 
estudiante que presentó la prueba 
Saber 11°, medida en millones 
de pesos a precios constantes de 
2008.

Variable dicotómica que toma el 
valor de 1 si el municipio es la 
capital del departamento y 0 en 
otro caso.

Ingresos tributarios per-cápita, 
medidos en millones de pesos a 
precios constantes de 2008.

Porcentaje de población en zona 
rural del municipio.

DANE / Icfes

CEDE/
Banco de la 
República

CEDE

CEDE/
Banco de la 
República

CEDE
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Figura 4.1. Víctimas del conflicto armado por cada diez mil habitantes, media 
anual 2003-2017

Fuente: Elaboración propia con base en información del panel de datos del CEDE.

La tendencia creciente de los ataques terroristas y acciones 
vinculadas a este, se mantuvo hasta 2013 dada la necesidad de mostrar 
fortaleza por la conmemoración de los 50 años de conflicto armado y el 
eventual escenario de negociaciones. Finalmente, entre 2013 y 2017 se 
presenta una importante disminución del número de eventos terroristas y 
homicidios, la cual es explicada por el inicio de las negociaciones entre 

de Consolidación de la Seguridad Democrática (PCSD) tuvo resultados 
para 2008, año en el cual se registró un número moderado de municipios 
afectados por el conflicto. En 2010 tras el final de este mandato presidencial 
se evidenció un aumento progresivo en la presencia y accionar de los grupos 
armados enfocados en los departamentos de Putumayo, Norte de Santander y 
Arauca que se consideraban atractivos por ser puntos estratégicos en cuanto 
a movilizaciones y narcotráfico.
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el Gobierno en cabeza del presidente Juan Manuel Santos y las FARC a 
finales de 2012 y el cese al fuego establecido en 2016 tras la firma del 
acuerdo de paz. No obstante, la política de seguridad de este mandato 
no logró disminuir las acciones guerrilleras en algunas regiones; aunque 
en menor proporción, se mantienen eventos terroristas principalmente en 
regiones periféricas del país cómo Arauca, Norte de Santander, Nariño y 
Putumayo.

4.3.2. Estadísticas descriptivas

En la Tabla 4.3 se presentan las estadísticas descriptivas de las 
variables utilizadas en el modelo para los años 2003 y 2017. De acuerdo 
con la tabla, a nivel municipal, el promedio del puntaje sin estandarizar 
de la prueba de estado para 2003 fue de 50,18, mientras que para 2017, 
el promedio cayó a 47,41. Con relación a las variables relacionadas 
con la intensidad del conflicto armado a nivel municipal se identifican 
dos patrones. En primer lugar, cuando se analiza el número de víctimas 
por cada 10.000 habitantes, la intensidad del conflicto es baja y está 
concentrada en ciertos municipios como se evidencia a lo largo de la 
distribución de dichas variables. El desplazamiento forzado es el que 
presenta los mayores niveles de afectación a lo largo de la muestra. 
En segundo lugar, la intensidad del conflicto ha disminuido de forma 
importante del 2003 al 2017 (ver Figura 4.1). Lo anterior es resultado 
en buena medida del desescalamiento del conflicto y de los procesos de 
negociación con los grupos armados al margen de la ley como se explicó 
anteriormente. Finalmente, en promedio, la inversión en educación ha 
disminuido en términos reales al igual que el número de estudiantes por 
docente.

 4.4. Análisis exploratorio

4.4.1. Análisis univariado

En la Tabla 4.4 se presenta el índice de Moran para el puntaje de la 
prueba Saber 11° y para cada una de las cuatro medidas de intensidad del 
conflicto utilizadas. De acuerdo con los resultados, en el 2003, el I de Moran 
para el rendimiento académico fue de 0,49. Este grado de autocorrelación 
espacial entre los puntajes de las pruebas en los municipios en Colombia 
es relativamente alto e indica que el desempeño académico de los más de 
1.100 municipios que tiene el país, exhibe importantes patrones a nivel 
geográfico.
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Este resultado está en línea con Galvis (2015) quien sugiere que los 
resultados que obtienen los estudiantes colombianos a la hora de presentar estas 
pruebas exhiben una distribución polarizada; donde los puntajes más satisfactorios 
o sobresalientes de la calidad educativa (entendida como el número de estudiantes 
que tuvieron un puntaje en las pruebas Saber 11°  por encima de la media nacional), 
están sobre las zonas de las cordilleras de los Andes, los puntajes que presentan 
un rango medio se ubican en la costa Caribe y gran cantidad de municipios en el 
Pacífico, la Orinoquía y la Amazonía, si acaso alcanzan a tener desempeño bajo en 
la eficiencia de la calidad educativa (p. 92). En esta misma línea se encuentran los 
resultados de los trabajos de Mateus y Hoyos (2015) y Loaiza e Hincapié (2016).

De acuerdo con la Tabla 4.4, para el 2017, la autocorrelación espacial 
en el desempeño académico aumentó a 0,589. Este incremento implicaría 
en términos generales una mayor homogeneidad en el comportamiento 
de la variable a nivel de municipios. Es importante notar que esta mayor 
homogeneidad no implica necesariamente una mejora conjunta, sino que 
podría evidenciar incluso un retroceso en el desempeño. 

En el caso de las variables consideradas para estudiar la intensidad del 
conflicto armado, las víctimas por homicidios son las que presentan un mayor 
grado de correlación espacial. Para el 2003, esta medida fue de 0,366. En segundo 
lugar, le siguen los desplazados y, posteriormente, las víctimas por amenazas y 
atentados. En este último caso, el índice es bastante bajo para el 2003 ubicándose 
en 0,028. Ahora bien, con relación a la evolución en el tiempo, la autocorrelación 
espacial aumentó en el 2017 para amenazas, atentados y en menor medida para 
desplazados. En el caso de los homicidios, esta autocorrelación cayó. 

Variable

Puntaje Saber 11°

Homicidios

Desplazados

Amenazas

Atentados

2003

0,499

0,366

0,270

0,131

0,028

2017

0,589

0,172

0,292

0,478

0,180

Tabla 4.4. I de Moran

Fuente: Elaboración propia con base en la información del panel de datos del CEDE y las bases de 
datos del Icfes y de la Unidad de Víctimas.
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Este patrón puede estar relacionado con las características del conflicto, 
indicando que el grado de asociación espacial por homicidios es menor por la 
reducción del área de influencia tradicionales al margen de la ley, mientras que 
es mayor en los otros casos con la característica que para las amenazas podrían 
ser víctimas más selectivas asociadas con otro tipo de estructura y organización 
criminal. Estos resultados son consistentes con la dinámica del conflicto 
evidenciada a lo largo de los últimos años; Prieto et al. (2014) datan que debido a 
las diferentes políticas y estrategias implementadas por el Gobierno nacional, con 
el fin de acabar con los grupos armados al margen de la ley, lograron aumentar su 
fuerza militar con respecto a los últimos, lo que desembocó en el hecho de que 
estos se vieran debilitados, llevando su margen de acción a la implementación de 
actividades menos intensivas sobre el capital humano (colocación de artefactos 
explosivos como minas antipersonales y el uso de francotiradores) y el posterior 
abandono de territorios donde su presencia fue histórica y por ende, se dio lugar 
al repliegue a territorios estratégicos para su defensa y rutas de abastecimiento.

Todo lo anterior permitió que muchos territorios fueran recuperados 
y las cifras de atentados a gran escala disminuyeran (lo cual explica la baja en 
la autocorrelación de los homicidios). Sin embargo, la dinámica de repliegue 
hacia nuevos territorios aumentó las cifras de las demás variables, en razón de 
que se tornó necesaria la ocupación de cada vez más territorios en una misma 
zona (lo que aumentó el desplazamiento) y el surgimiento de diferentes 
tipos de enfrentamientos por el poder con diferentes bandas criminales que 
estaban en dichos territorios y las disputas que iniciaban cuando algunos de 
los cabecillas eran capturados o dados de baja en algún sector.

4.4.2. Análisis bivariado

Con relación al análisis bivariado, las Figuras 4.2, 4.3, 4.4 y 4.5 
presentan los índices de correlación espacial estimados entre las variables 
de la intensidad del conflicto y el resultado de las pruebas Saber 11° a nivel 
municipal. En general, se aprecian índices de correlación bajos, menores 
en valor absoluto a 0,10 en las cuatro variables de intensidad de conflicto 
consideradas para el año 2003. En este caso, las figuras evidencian una leve 
pendiente negativa en el diagrama de dispersión. Este resultado sugería 
una débil correlación negativa entre la intensidad del conflicto armado y el 
desempeño académico municipal. 

Para el año 2017, la correlación espacial negativa entre estas variables 
se hace más fuerte.  En este caso, la pendiente en el diagrama de dispersión es 
más inclinada con índices de Moran más grandes. En el caso de desplazados 
este índice es cercano a 0,26, mientras que en amenazas es de 0,32. Este 
resultado es interesante en la medida que captura diferentes rasgos de la 
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relación entre conflicto armado y rendimiento académico. 

Al utilizar diferentes medidas de intensidad del conflicto en este trabajo, 
se están considerando implícitamente diferentes mecanismos de trasmisión a 
partir de los cuales el conflicto afecta el rendimiento de los estudiantes. En ese 
sentido, se esperaría que, por ejemplo, en el caso de los desplazados o incluso 
de las amenazas, el grado de autocorrelación fuera mayor en la medida en que 
los desplazados tienen una gran incidencia sobre el número de estudiantes y la 
composición en términos académicos de estos a nivel municipal, mientras que 
las amenazas pueden traducirse directamente en deserción no solo de estudiantes, 
sino de docentes. 

Figura 4.2. I de Moran bivariado. Homicidios vs. desempeño académico

Figura 4.3. I de Moran bivariado. Desplazados vs. desempeño académico

Fuente: Elaboración propia con base en la información del panel de datos del CEDE y las bases de 
datos del Icfes y de la Unidad de Víctimas.

Fuente: Elaboración propia con base en la información del panel de datos del CEDE y las bases de 
datos del Icfes y de la Unidad de Víctimas.



71

4.5. Indicadores de asociación espacial

En las Figuras 4.6, 4.7, 4.8, y 4.9 se presentan los indicadores de asociación 
espacial LISA a nivel municipal en Colombia. Los mapas indican los clústers o 
aglomeraciones espaciales que resultaron ser estadísticamente significativos y que 
reflejan la relación inversa o directa entre las variables consideradas. En este caso, 
el color rojo indica una región geográfica en la que el desempeño académico de 
los municipios es alto y la intensidad del conflicto armado también es alta. Por 
ejemplo, en la Figura 4.6 se aprecia que para el 2003 algunas regiones del Cesar, 
Norte de Santander, Antioquia, Arauca, Meta y Putumayo tienen buen desempeño 
académico y alta presencia de homicidios a causa del conflicto. 

Figura 4.4. I de Moran bivariado. Atentados vs. desempeño académico

Figura 4.5. I de Moran bivariado. Amenazas vs. desempeño académico

Fuente: Elaboración propia con base en la información del panel de datos del CEDE y las bases de 
datos del Icfes y de la Unidad de Víctimas.

Fuente: Elaboración propia con base en la información del panel de datos del CEDE y las bases de 
datos del Icfes y de la Unidad de Víctimas.
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Para propósitos de este trabajo, nos interesan las áreas delimitadas por 
color rosado y azul claro que indican regiones con alto desempeño académico y 
bajo nivel de conflicto y regiones con bajo desempeño académico y alto nivel de 
conflicto respectivamente. Como se observa en la Figura 4.6, para el año 2003, 
algunas regiones de Cundinamarca, Boyacá y Santander presentan buenos 
resultados en las pruebas y bajos niveles de conflicto mientras que algunas 
regiones en Antioquia, Arauca, Meta y Putumayo presentan bajo desempeño 
académico y alto nivel de conflicto. Los cambios en la extensión y dispersión 
de estas regiones en el tiempo, nos permite evaluar el impacto de la intensidad 
del conflicto sobre estas variables. Como se observa en la Figura 4.6 para el 
año 2017, estas dos zonas aumentaron en el país. En el caso de las regiones con 
alto desempeño académico y bajo nivel de conflicto, estas se extendieron no 
solo en zonas del mismo departamento, sino también aparecen departamentos 
del eje cafetero, Tolima, Huila, Sucre, Bolívar, César y Casanare.

En el caso de las regiones con bajo desempeño académico y alto nivel 
de conflicto, estas se extienden a los departamentos de Nariño, Caquetá, Valle 
del Cauca, Chocó, Antioquía, Norte de Santander y Guaviare.

En el caso de las otras variables de conflicto (Figura 4.7, 4.8 y 4.9), 
los resultados para el año 2003 indican que, en el caso de las regiones con 
alto desempeño académico y baja intensidad del conflicto, los patrones de 
concentración geográfica se repiten en general independientemente de la 
variable considerada. Esta es la región que conforman algunos municipios 
de Cundinamarca y Boyacá. Sin embargo, las regiones con bajo desempeño 

Figura 4.6. Indicadores LISA. Desempeño académico vs. homicidios

Fuente: Elaboración propia con base en la información del panel de datos del CEDE y las bases de 
datos del Icfes y de la Unidad de Víctimas.
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Figura 4.7. Indicadores LISA. Desempeño académico vs. atentados

Figura 4.8. Indicadores LISA. Desempeño académico vs. atentados

Fuente: Elaboración propia con base en la información del panel de datos del CEDE y las bases de 
datos del Icfes y de la Unidad de Víctimas.

Fuente: Elaboración propia con base en la información del panel de datos del CEDE y las bases de 
datos del Icfes y de la Unidad de Víctimas.

académico y alta intensidad del conflicto si cambian. Estas regiones son más 
marcadas en el caso de los desplazados y en menor medida atentados. 

Para el 2017, se presentan cambios importantes en la extensión y 
distribución de estas zonas en el país. Como en el caso de los homicidios, el 
área de regiones con alto desempeño académico y baja intensidad del conflicto 
crecen. Este crecimiento es mayor en el caso de los atentados (Figura 4.8) y 
en menor medida en los desplazados y las amenazas (Figura 4.9). 
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Con relación a las regiones de bajo desempeño académico y alta 
intensidad del conflicto, la Figura 4.7 muestra que en el caso de la variable 
desplazamiento, para el 2017 se forman aglomeraciones en toda la costa pacífica 
y en Bolívar, César y Norte de Santander. En el caso de las amenazas, este 
patrón se repite en la costa pacífica en los departamentos de Meta, Putumayo, 
Caquetá y Guaviare (Figura 4.9). Finalmente, en el caso de los atentados, estas 
aglomeraciones aparecen en los departamentos de Nariño, Cauca, Guaviare y 
Norte de Santander (Figura 4.8). 

Estos resultados reflejan diferentes dinámicas del conflicto. En general, 
las zonas que presentan alto rendimiento académico y baja intensidad del conflicto 
han aumentado en el país de forma más o menos homogénea. Por otro lado, las 
zonas que presentan bajo rendimiento académico y alta intensidad del conflicto 
también han aumentado, pero con importantes matices en cada caso. En el caso 
de los desplazados y las amenazas los patrones geográficos son bastante claros. 

Es conveniente resaltar que las zonas con altos niveles de conflicto, tanto 
en 2003 como en 2017, están asociadas con áreas que históricamente han tenido 
presencia de las FARC y en menor medida del ELN. De acuerdo con Borrero 
(2004), los frentes de las FARC comenzaron con el dominio de departamentos 
como Meta, Caquetá, Guaviare, Putumayo y Sierra Nevada de Santa Marta, 
mientras que el ELN se extendió hacia el occidente del Magdalena, a lo largo de 
la frontera con Venezuela y por el sur de Antioquia hacia Caldas, Valle, Cauca y 
Nariño, con presencia en el Tolima, Huila, Cundinamarca y Boyacá.

Figura 4.9. Indicadores LISA. Desempeño académico vs. atentados

Fuente: Elaboración propia con base en la información del panel de datos del CEDE y las bases de 
datos del Icfes y de la Unidad de Víctimas.
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A estas zonas se suman zonas fronterizas como Nariño, Cauca, Catatumbo 
en Norte de Santander y Arauca a donde se replegó las FARC tras los planes 
de recuperación territorial (FIP, 2014). Después del tratado de paz, estas zonas 
disminuyeron, aunque se mantiene la presencia del ELN en el nororiente del 
país, en los municipios de Norte de Santander y Arauca, principalmente en los 
ubicados en la región del Catatumbo, y en departamentos de Nariño y Putumayo 
por su ubicación geográfica y vínculo con el narcotráfico (Ríos, 2020).



Capítulo 5. Conflicto armado y rendimiento académico: efectos directos 
e indirectos

Los análisis regionales centrados en el estudio de los efectos derrame, 
contagio y contacto producto de la interacción entre personas, empresas y 
entidades que incorporan la cercanía geográfica, han venido en incremento 
en los últimos años. Dichos estudios han indagado en las implicaciones que 
ha tenido la asociación espacial de diferentes unidades de observación sobre 
la propagación de fenómenos económicos, políticos y sociales a partir de 
enfoque teóricos como lo de la nueva geografía económica. 

Dentro de este marco, la primera ley de la geografía formulada por 
Tobler (1979) afirma que todas las cosas están relacionadas entre sí y que 
las cosas más cercanas tienen una relación mayor que las más alejadas. Sin 
embargo, a la hora de realizar análisis cuantitativos a través de estimaciones se 
ha observado que las diferencias entre los territorios pueden ocasionar que se 
presenten problemas relacionados con la forma funcional o que los parámetros 
varíen con respecto a la localización, características de la heterogeneidad 
espacial. Lo anterior, bajo los supuestos básicos de la econometría clásica 
supone la existencia de limitaciones considerables a la hora de estudiar 
fenómenos espaciales con un nivel de precisión considerable; sin embargo, 
en la actualidad gracias a la mayor disponibilidad de datos georreferenciados 
y a la implementación de técnicas de econometría espacial, ha sido posible 
superar este impase y llegar a un cálculo más acertado de este tipo de efectos.

El campo de la econometría espacial, que ha permitido un avance 
considerable en el estudio de las asociaciones espaciales existentes 
entre diferentes unidades de observación, ha tenido como principales 
contribuciones los aportes realizados por Moran (1948) y Geary (1954) los 
cuales formularon indicadores que facilitan la detección del fenómeno de 
asociación representado por medio de la autocorrelación espacial (indicadores 
evidenciados en el capítulo anterior); no obstante, no fue sino hasta finales 
de siglo XX que a partir de los trabajos de Paelink y Klaasen (1979), Anselin 
(1988) y Le-Sage (1999), entre otros, fue posible implementar el uso de 
herramientas cada vez más sofisticadas con el propósito de corregir en las 
estimaciones de los modelos los efectos ocasionados por la dependencia 
espacial y la heterogeneidad espacial. 

Según Elhorst (2014) la forma general de representación de los 
diferentes modelos en econometría espacial viene dada por:
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	     Y=ρWY+Xβ+WX!+ε            (5.1)
			        ε=!Wε+u

Donde Y es un vector que contiene las observaciones de la variable 
dependiente, la matriz X contiene las variables explicativas que son exógenas, 
W es la matriz de pesos o contactos espaciales, WY denota los efectos 
de la interacción entre las diferentes unidades (municipios) de la variable 
dependiente, WX es la interacción entre las variables independientes y Wε 
captura los efectos de la interacción entre los términos de perturbación de 
las diferentes unidades, β, ρ, θ y λ son vectores de parámetros desconocidos.

A pesar de que existen diferentes estudios que se han enfocado en 
analizar dinámicas a nivel regional haciendo uso de las técnicas de econometría 
espacial, para el caso colombiano han sido muy pocas las investigaciones que han 
utilizado este tipo de herramientas destacándose el poco o nulo análisis de este 
tipo con respecto al rendimiento educativo a nivel municipal a pesar del entorno 
institucional, cultural y geográfico característicos del territorio colombiano y al 
hecho de que el fenómeno persistente de conflicto armado interno que ha tenido 
el territorio ha evidenciado generar efectos “vecindario” (Chacón, 2004). 

Lo anterior pone de manifiesto la existencia de un vacío en materia de 
evidencia empírica que relacione de forma precisa los efectos que ha tenido el 
conflicto armado no solo a nivel político, sino también en otras dimensiones 
relacionadas, por ejemplo, con la vulneración de derechos fundamentales de 
los niños en términos de educación como se presentó en el Capítulo 4. En 
ese orden de ideas, en el presente capítulo se describen a detalle los efectos 
espaciales identificados a través de un modelo de rezago espacial de Durbin, 
cuya presentación se llevará a cabo en la siguiente sección y, posterior a ello, 
se presentarán los resultados de las estimaciones correspondientes. 

5.1. Modelo de autocorrelación espacial 

Con relación al modelo de econometría espacial tomado como 
referente para el análisis geoespacial de la dinámica de violencia en términos 
de desempeño en las aulas, se ha propuesto la estimación de un modelo que 
considera los efectos tanto directos como indirectos del conflicto armado 
sobre el rendimiento académico de los estudiantes a nivel municipal, donde 
el punto de partida es el modelo autorregresivo espacial de primer orden 
(SAR), el cual se presenta en la Ecuación (5.2).

                          			                           (5.2)
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Donde la variable dependiente yi (rendimiento académico en este 
caso) está en función de su propio rezago espacial (su dinámica en periodos 
anteriores), de un conjunto de variables explicativas (incluida la intensidad del 
conflicto armado) y de un término de error (εi) independiente e idénticamente 
distribuido. El escalar ρ indica el grado correlación espacial entre el valor del 
rendimiento académico (y) de un municipio i con el rendimiento de los demás 
municipios vecinos, y wij es el ponderador espacial. En términos matriciales 
el modelo SAR puede denotarse como:

Y=ρWY+Xβ+ε                          (5.3)

Sin embargo, teniendo en cuenta los objetivos del presente estudio y 
las particularidades del modelo SAR contemplado, la dependencia espacial 
no solo influye en la variable dependiente a través de sus propios rezagos, sino 
que también se contempla una influencia en las variables explicativas, todo lo 
cual es característico del modelo espacial de Durbin, modelo SAR ampliado 
que incorpora variables explicativas espacialmente rezagadas (Durbin, 1960) 
y que puede expresarse en términos matriciales como:

Y=ρWY+Xβ+WXγ+ ε                      (5.4) 

En este caso, β recoge los efectos directos de las variables explicativas 
sobre el rendimiento académico del municipio, mientras que γ refleja el 
impacto marginal de las variables explicativas de los municipios vecinos 
sobre el rendimiento académico del municipio en consideración. Este 
último término incluye los efectos indirectos del conflicto armado existente 
en municipios vecinos, sobre el nivel del rendimiento académico de un 
municipio en consideración. 

5.2. Resultados econométricos

En la Tabla 5.1 se presentan los resultados del modelo econométrico 
espacial tipo Durbin para cada uno de los años del 2003 al 2017. En la 
tabla se relacionan los coeficientes estimados de regresiones realizadas de 
forma independiente para cada una de las cuatro variables asociadas con la 
intensidad del conflicto armado a nivel municipal (víctimas de homicidios, 
atentados, desplazamiento y amenazas respectivamente) presentando tanto 
los efectos directos como los efectos indirectos; del mismo modo, la variable 
dependiente en este caso es el promedio del puntaje estandarizado de la 
prueba Saber 11° del Icfes a nivel municipal. En la tabla también se exponen 
los coeficientes de las variables control relacionadas factores educativos y 
socioeconómicos del municipio.
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De acuerdo con los resultados, durante los dos primeros años del 
periodo considerado la única variable de intensidad del conflicto armado, 
que estuvo correlacionada con el desempeño académico municipal de forma 
directa e indirecta, fue la asociada a las víctimas de atentados terroristas, lo 
cual es consistente con el recuento histórico realizado en el Capítulo 3, en el 
cual se ilustró a detalle que para estos años las cifras de atentados terroristas 
al año fueron del orden de 1.258 y 724 ocurrencias para los años 2003 y 2004 
respectivamente. Con respecto al efecto directo, el coeficiente sugiere que, por 
un incremento en una unidad en el número de víctimas de atentados terroristas 
por cada 10.000 habitantes, el rendimiento académico promedio municipal 
disminuye en 0,010 desviaciones estándar; ahora bien, en el caso del efecto 
indirecto los resultados sugieren que, por un incremento en el número de víctimas 
de atentados terroristas en municipios vecinos, el rendimiento académico del 
municipio en consideración disminuye en 0,035 desviaciones estándar. 

El resultado anterior constituye una primera evidencia confirmatoria 
bajo este modelo espacial en la cual se corrobora la existencia del efecto 
negativo que ha tenido el conflicto armado en Colombia sobre el desempeño 
académico no solo por la intensidad del conflicto al interior del propio 
municipio, sino también por el efecto derrame identificado que verificó la 
existencia de aglomeraciones de municipios que comparten dinámicas y en 
los que los niveles de conflicto se transmiten y repercuten en el desarrollo de 
los municipios aledaños. 

Ahora bien, a partir del año 2005 no se identificó un patrón sistemático 
en el que se observara de forma sostenida un efecto de las variables de 
conflicto sobre el rendimiento académico hasta el año 2014, todo lo cual 
puede estar explicado por la dinámica fluctuante que tuvo el conflicto durante 
estos años, la cual se caracterizó por una disminución en la intensidad de la 
lucha armada entre los años 2003 y 2007; un repunte en el accionar de los 
grupos subversivos entre los años 2008 a 2012 y, por último, una disminución 
en la intensidad del conflicto para los cinco años restantes del periodo de 
estudio; su comportamiento puede explicarse por las diferentes políticas que 
se implementaron por los gobernantes de turno en cada periodo de gestión, 
tal como se describe en el Capítulo 3. En ese orden de ideas, para los años 
2005 y 2011 las víctimas de atentados terroristas reportaron efectos directos 
negativos, mientras que, para los años 2005, 2006, 2008, 2011 y 2013 son los 
desplazados y las víctimas de amenazas (2009 y 2011) los que reportan tener 
un impacto negativo en el desempeño estudiantil. 

A lo largo de los últimos cuatro años contemplados en el análisis (2014 
- 2017) se observó un comportamiento sistemático en cuanto al impacto directo 
negativo generado por las variables asociadas a las amenazas y al desplazamiento 
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forzado; lo cual intuitivamente podría ser considerado inconsistente, teniendo 
en cuenta que durante dicho periodo la dinámica del conflicto armado giro 
en torno a las negociaciones del acuerdo de paz con la guerrilla de las FARC, 
sin embargo, el hecho de que se mantuvieran ciertas repercusiones puede ser 
explicado por la no dejación de armas por parte de algunos combatientes y 
demás grupos que no se acogieron a dichas negociaciones, lo cual da inicio a un 
proceso de desplazamiento y concentración del conflicto en la periferia del país. 

Por otro lado, para el año 2017, además de los efectos mencionados, 
la variable asociada a las víctimas por homicidios reportó igualmente tener un 
efecto directo negativo en el rendimiento académico estudiantil; resultado que, 
se encuentra en línea con los hallazgos de Quintero et al. (2016), Rodríguez 
y Sánchez (2012), Gómez (2016) y Munévar et al. (2019) presentados en la 
Sección 2.3.  En este último caso, se observó que un incremento en una unidad 
en el número de víctimas de homicidios por cada 10.000 habitantes en un 
municipio, se vio reflejado en la disminución del rendimiento académico por un 
orden de 0,0232 desviaciones estándar en promedio; efecto directo que resulta 
ser mayor que el de los desplazados y el de las víctimas por amenazas que 
impactaron de forma negativa el rendimiento en 0,0005 y 0,0072 desviaciones 
estándar respectivamente. Por otro lado, con respecto a la identificación de 
efectos derrame (indirectos) los resultados de las estimaciones arrojaron que, 
salvo para los años 2003 y 2004 ningún coeficiente asociado a las variables 
de conflicto resulta ser negativo y estadísticamente significativo; sin embargo, 
para los años 2006, 2014 y 2016 se reportó un efecto indirecto positivo asociado 
a la variable de víctimas de desplazamiento, lo cual resultó ser contraintuitivo 
y puede dar paso a la apertura de una nueva línea de investigación en la que se 
identifiquen los sucesos que pueden causar fenómenos de este tipo. 

En términos generales, la particularidad de los resultados obtenidos 
para el último año de estudio dan cuenta de que las repercusiones negativas 
en el rendimiento académico asociadas a la intensidad del conflicto armado a 
nivel municipal solo obedecieron a la dinámica interna del mismo municipio 
y no se asociaron a la transmisión de un efecto proveniente de la dinámica de 
los municipios vecinos, ya que a partir de las estimaciones se observó que la 
intensidad del conflicto en los municipios vecinos parece no haber incidido 
sobre el rendimiento académico promedio.

Con respecto a los efectos directos, el coeficiente en valor absoluto 
que mide el impacto de las variables de homicidios, el desplazamiento y las 
amenazas evidenció un comportamiento ascendente donde pasó de no ser 
estadísticamente significativo a serlo para el periodo comprendido entre los años 
2012 a 2017, mientras que, para el caso de la variable asociada a las víctimas 
de atentados terroristas el efecto manifestó una tendencia a la baja a lo largo del 
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análisis. Dicho comportamiento puede hallar su razón de ser en la fluctuación 
de las dinámicas del conflicto enunciadas con anterioridad y en la Sección 4.3, 
cuyo recuento se enfoca en dar cuenta de que la reconfiguración de poderes 
regionales y territoriales de grupos históricos o nuevos grupos que han surgido 
recientemente tienen efectos tanto a nivel político como económico y social.

Del mismo modo, en cuanto a los efectos indirectos los resultados 
evidenciaron que el impacto que las víctimas de desplazamiento, atentados y 
amenazas tienen sobre la dinámica de los municipios más cercanos tampoco 
resulta tener una magnitud constante a través del tiempo y en pocos casos el efecto 
fue estadísticamente significativo; comportamiento que puede estar relacionado 
con que el hecho de que el conflicto armado se cataloga como un fenómeno 
que no es necesariamente homogéneo, pues sus impactos e influencias varían 
de acuerdo a cada territorio, teniendo en cuenta sus particularidades que pueden 
favorecer o dificultar su distribución y asentamiento. Esta dinámica puede resultar 
ser de gran magnitud según la diversidad del territorio colombiano, por lo cual 
también puede sugerir la apertura de una línea de investigación que amplíe el 
análisis al respecto de las particularidades que ha tenido el conflicto en relación 
con las condiciones y características de los territorios; lo cual puede resultar ser 
de gran interés para la comunidad académica, teniendo en cuenta la complejidad 
del conflicto armado y la incidencia espacial de este, que a partir de los resultados 
obtenidos presenta importantes cambios a lo largo del periodo de estudio. 

Ahora bien, con respecto a las demás variables contempladas en el 
análisis y relacionadas con las características económicas y sociales de las 
unidades de observación, los resultados indicaron que los parámetros tienen 
en general el signo esperado y sus coeficientes resultaron ser más estables 
respecto de aquellos asociados a las variables de conflicto a lo largo de los 
años estudiados.

Frente a la proporción de la población que se encuentra ubicada en 
las zonas rurales de los municipios (índice de ruralidad,) el signo del efecto 
directo de esta variable en la mayoría de los años es negativo y significativo, 
lo que puede ser entendido como la combinación de los efectos de algunas 
de las variables anteriormente descritas. Teniendo en cuenta el carácter de 
las zonas rurales, las dificultades con las que cuenta la población ubicada en 
estos territorios en materia de acceso a los centros educativos (la mayor parte 
de carácter público), las características de las instalaciones de estos centros 
y de sus docentes; se evidencia que el rendimiento académico es menor en 
comparación a los estudiantes ubicados en centros poblados (MEN, 2016). 

En Colombia, diferentes estudios como el de Rossetti (2014) han podido 
identificar que se presenta el fenómeno de segregación entre las diferentes 
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porciones del territorio, de forma más precisa, dicha dinámica puede verse una 
manifestación del modelo centro periferia en el que las comunidades centrales y 
los centros poblados más densos cuentan con un nivel de desarrollo más amplio 
que les permite aprovechar las diferentes potencialidades en materia económica 
y social; mientras que las regiones que no son consideradas de ese modo 
presentan un rezago en cuanto a su desarrollo y (en algunos casos) satisfacción 
de las necesidades más básicas. En orden con lo anterior, al considerar si el 
municipio analizado se cataloga o no como capital de departamento se busca 
estudiar cómo dicha caracterización influye en el desempeño académico de 
los estudiantes por la vía de acceso a mejores recursos y oportunidades, así 
como la minimización de la dinámica de hacinamiento estudiantil (proporción 
de estudiantes por docente mayor) que se presenta, en mayor medida, en las 
poblaciones pequeñas y dispersas. Por lo anterior, la unidad de observación se 
cataloga como central (capital departamental), traerá consigo un efecto positivo 
en el desempeño estudiantil, lo cual es consistente con los resultados de los 
efectos directos de la Tabla 5.1, teniendo en consideración que en las capitales 
de departamento presentan mejor infraestructura, mayor disponibilidad de 
herramientas tecnológicas y de acceso a las instituciones educativas, lo que 
genera que en el rendimiento esté en promedio 0,45 deviaciones por encima 
frente aquellos estudiantes que estudian por fuera de la ciudades capitales.

En términos generales, se encontró que la proporción de alumnos 
por docente, el índice de ruralidad y la inversión en educación guardan una 
relación negativa con el rendimiento escolar; condiciones que permiten inferir 
la necesidad de que se formulen políticas asociadas no solo a la ampliación de 
la cobertura educativa, sino a la conformación de modelos de prestación del 
servicio que se enfoquen en una mejora de la calidad a través de la ampliación 
de la planta docente que permita reducir número de estudiantes por docente; 
del mismo modo, implementar estrategias que permitan llevar a las zonas 
rurales educación de calidad enfocada en una mejora de la infraestructura, 
las dotaciones necesarias y el uso de métodos de enseñanza cada vez más 
actualizados haciendo uso de las tecnologías de información y comunicación. 

Por el lado de la inversión en educación, el efecto resulta ser contraintuitivo 
y puede estar asociado a la ineficiencia del gasto por fenómenos de corrupción o 
al hecho de cómo está estructurado el sistema educativo y a los ítems a los que 
resultan ser direccionados los recursos, en los cuales generalmente priman los 
rubros destinados hacia mejoras en la cobertura y en menor cuantía a mejorar 
la calidad educativa (que es uno de los temas a fortalecer con el fin de impulsar 
el rendimiento estudiantil). Lo anterior pone en evidencia la necesidad de 
estrategias que permitan una mejor distribución del gasto público destinado a la 
mejora del sector educativo, efecto que se encuentra en línea con los resultados y 
conclusiones reportadas en Gaviria y Barrientos (2001).
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Tabla 5.1. Resultados del modelo espacial tipo Durbin (Continuación)

Nota: *** p<0,01; ** p<0,05; * p<0,10.
Fuente: Cálculos propios con base en la información del panel de datos del CEDE y las bases de 

datos del Icfes y de la Unidad de Víctimas.

Variable dependiente: 
puntaje estandarizado

Efectos directos
Víctimas
Alumnos por docente
Inversión en educación
Ingresos tributarios
Capital departamental
Índice de ruralidad
Presencia de conflicto
Constante
Efectos indirectos
Víctimas
Alumnos por docente
Inversión en educación
Ingresos tributarios
Capital departamental
Índice de ruralidad
Puntaje Saber 11°
Presencia de conflicto
Observaciones

Homicidios

-0,0110*
-0,0131**
-0,0122***
 0,3991**
 0,4978***
-0,6076***
-0,0372
 0,2419**

-0,0042
-0,0147
-0,0370***
-0,1180
 0,5688
 1,0392***
 0,7094***
-0,0463
 1077

Desplazados

-0,0005***
-0,0130**
-0,0089*
 0,3875**
 0,4922***
-0,5762***
-0,0105
 0,2352**

 0,0003
-0,0146
-0,0358***
-0,1067
 0,5690
 0,9863***
 0,7123***
-0,1414
 1077

Atentados

-0,0014
-0,0127**
-0,0098*
 0,3975**
 0,5082***
-0,6169***
-0,0435
 0,2256*

-0,0007
-0,0141
-0,0375***
-0,1049
 0,5512
 1,0258***
 0,7156***
-0,1204
 1077

Amenazas

-0,0006
-0,0126**
-0,0112**
 0,3961**
 0,5138***
-0,6183***
-0,0510
 0,2248*

-0,0007
-0,0131
-0,0360***
-0,1071
 0,6118
 1,0188***
 0,7140***
-0,0946
 1077

2013
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Comentarios finales

El conflicto armado ha impactado la vida de los colombianos de 
muchas formas. En particular, la incidencia e intensidad del conflicto armado 
principalmente en las zonas rurales ha afectado el normal desarrollo de las 
actividades académicas de estudiantes y profesores de diferentes niveles 
educativos. Desde el punto de vista teórico, la interrupción del proceso 
de aprendizaje tiene importantes implicaciones sobre la adquisición de 
conocimientos, habilidades y destrezas de la población en edad escolar. A 
su vez, la diferencias en la calidad de la educación percibida entre grupos 
expuestos y no expuestos al conflicto, exacerba las desigualdades económicas 
en el mediano y largo plazo. Aunque el país se caracteriza por tener uno de 
los conflictos armados más antiguos de la región y a pesar de la evidencia 
reportada a nivel internacional sobre su efecto en las variables educativas, 
son escasos los trabajos para Colombia que aborden el estudio particular del 
impacto que ha tenido el conflicto armado sobre el rendimiento académico. 

En estas condiciones, el presente libro tuvo como objetivo contribuir 
a la comprensión de dicha temática considerando la incidencia que el 
conflicto armado ha tenido sobre el rendimiento académico en las pruebas 
estandarizadas de los estudiantes de grado 11° a nivel municipal durante 
el periodo 2003-2017. Desde el punto de vista metodológico, el libro 
utiliza diversas medidas de la intensidad del conflicto armado, evaluando 
su incidencia mediante técnicas de econometría espacial con el propósito 
de profundizar en la comprensión de las dinámicas espaciales de dicha 
problemática. El libro hace una amplia revisión de literatura de los efectos del 
conflicto en múltiples dimensiones enfatizando en las implicaciones a nivel 
educativo. Para contextualizar la evolución del conflicto, el libro presenta un 
recuento histórico y una descripción reciente de este fenómeno en el país. 
Todo lo anterior como antesala para evaluar técnicamente los efectos directos 
e indirectos del conflicto sobre el desempeño académico de los estudiantes.    

Con relación a los principales resultados de esta obra, el análisis 
exploratorio de datos sugiere la existencia de aglomeraciones espaciales que 
se van modificando a lo largo del periodo. En el caso de la correlación espacial 
entre alto desempeño académico y bajo nivel de conflicto, a principios del 
periodo se presentan aglomeraciones en regiones de Cundinamarca, Boyacá 
y Santander, mientras que en el caso de bajo desempeño académico y alto 
nivel de conflicto, aparecen regiones en Antioquia, Arauca, Meta y Putumayo. 
Para el 2017, las correlaciones espaciales estadísticamente significativas se 
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extendieron adicionalmente a regiones de los departamentos del eje cafetero, 
Tolima, Huila, Sucre, Bolívar, César y Casanare en el primer caso, y a Nariño, 
Caquetá, Valle del Cauca, Chocó, Antioquía, Norte de Santander y Guaviare 
en el segundo. Este patrón espacial se mantiene en general no solo para la 
variable homicidios, sino para víctimas de atentados terroristas, amenazas y 
desplazados.    

Con el propósito de evaluar econométricamente la relación entre 
conflicto y rendimiento, en el libro se propone un modelo espacial que permite 
estimar los efectos directos e indirectos del conflicto. Los efectos directos 
vienen dados por la incidencia que tiene la intensidad del conflicto armado 
en cada uno de los municipios sobre el rendimiento académico de los mismos 
municipios, mientras que los efectos indirectos vienen dados por la incidencia 
que tiene la intensidad del conflicto de los municipios vecinos sobre el 
rendimiento del municipio en consideración. Las estimaciones de este modelo 
sugieren que para inicios del periodo de estudio solo la variable de víctimas 
de atentados terroristas presentó efectos negativos directos e indirectos sobre 
el rendimiento académico, mientras que el efecto directo de los atentados 
desaparece para el final de periodo y se encuentran efectos negativos directos 
en las variables de víctimas por homicidios, desplazados y amenazas. Estos 
resultados reflejarían los cambios en la naturaleza, composición e intensidad 
del conflicto armado en los últimos años. El desescalamiento del conflicto 
y el surgimiento de nuevos actores parece haber incidido en la dirección y 
cuantía del efecto. 

En el caso de las FARC y de acuerdo con Aguilera (2014), la guerrilla 
ha debido acomodarse a las nuevas condiciones de la confrontación como 
producto de las diferentes acciones que ha realizado el Estado, por lo cual 
durante el periodo comprendido entre los años 2008-2014, las FARC en 
su objetivo de sobrevivir, recurrió a establecer convenios económicos y 
territoriales con bandas criminales y antiguos paramilitares (p. 272). Además, 
en aras de las nuevas dinámicas, estos grupos debieron pensar en una nueva 
configuración de su aparato militar, con el fin de que les permitiera la toma 
del poder por la vía armada o, por el contrario, la preparación para hacer el 
tránsito a la vida civil (p. 273).

Lo anterior se encuentra en línea con las conclusiones establecidas 
por Prieto et al. (2014) quienes argumentan que el Estado colombiano ha 
debido enfrentarse a “una serie de transformaciones en las estructuras, 
accionar y modus operandi de los grupos guerrilleros, que responden a los 
nuevos planes militares de la Fuerza Pública y representan un reto para lograr 
debilitarlos” (p. 52). Además, según el GMH (2013) se han dado procesos de 
transición hacia modalidades de violencia frecuente y de baja intensidad (todo 
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lo contrario, a lo sucedido a inicios del periodo comprendido en este estudio) 
donde actividades como “asesinatos selectivos, las desapariciones forzadas, 
los secuestros y las masacres pequeñas son los hechos que han prevalecido 
en la violencia del conflicto armado” (p. 42). Todas la cuales (según el 
informe) han sido puestas en marcha por estos grupos como estrategias de 
invisibilización, ocultamiento o silenciamiento.

De acuerdo con los resultados obtenidos y dada la complejidad del 
conflicto actual en el país, el presente libro destaca como punto de partida para 
la formulación e implementación de políticas, la existencia de disparidades 
regionales, en términos de rendimiento académico, que han sido afectadas 
por las diferentes etapas del conflicto armado en Colombia en los últimos 
años. En ese sentido, resulta pertinente fortalecer la intervención social en 
términos de políticas integrales en estos territorios. La disminución de esas 
brechas regionales en cuestiones educativas debe ser una prioridad para los 
Gobiernos nacional, regional y local dadas sus implicaciones en el mediano 
y largo plazo. De esta forma, los departamentos y municipios más afectados 
por el conflicto deben seguir recibiendo un trato diferencial con el propósito 
de compensar los efectos negativos del conflicto. Este enfoque diferencial 
puede verse reflejado en mejores condiciones educativas para un aprendizaje 
exitoso e inversiones para aumentar la calidad de la educación. 

Es conveniente resaltar además que, aunque la intensidad del 
conflicto armado ha disminuido en los últimos años, este no se ha acabado. 
De hecho, lo que se ve en algunos casos es un cambio en su composición 
y alcance que seguirá impactando negativamente las variables educativas, 
principalmente en determinadas zonas de la geografía nacional. En ese 
sentido, resulta necesario continuar con las políticas destinadas a mejorar 
aspectos básicos para el proceso educativo como infraestructura física, 
informática, conectividad y acceso de la población estudiantil a tecnologías 
de información y comunicación. Este aspecto cobra más relevancia en el 
contexto de la pandemia en el que un porcentaje no inferior al 40% de la 
población estudiantil no tenía condiciones de acceso a TICs en 2020 y si bien 
en el segundo semestre de 2021 un porcentaje importante de esta población 
retornó a las aulas de clase, es posible prever un mayor uso de este tipo de 
tecnología en los ambientes de aprendizaje. En concordancia con ello, es 
necesario fortalecer los programas de capacitación a los docentes que les 
permitan mejorar su labor educativa, didáctica y pedagógica a la vez que es 
necesario fortalecer el sistema de incentivos salariales a quienes trabajan en 
las zonas de mayor afectación por el conflicto. 

Las líneas de políticas sugeridas incluyen igualmente un mejor 
seguimiento a los estudiantes, con el objetivo de motivarlos y acompañarlos 
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para que continúen con su proceso formativo y puedan llevar a cabo un 
buen aprendizaje y desarrollo personal. En este punto es importante un 
acompañamiento psicológico, dadas las implicaciones que los hechos 
traumáticos derivados del conflicto pueden tener sobre la salud mental de los 
estudiantes. Esta problemática es un gran desafío desde el plano de la política 
pública. Aunque en este libro no se evaluó el impacto sobre variables de 
salud mental y aspectos no cognitivos, la literatura resalta su importancia y la 
necesidad de una rápida y oportuna intervención en estos casos. En esta misma 
línea, las ayudas financieras también harían parte de esta política integral que 
trasciende el ámbito de un solo ministerio y que necesita la articulación de 
diferentes instituciones. Es necesario, por tanto, una valoración económica 
de una política integral con estas características que identifique el costo y las 
fuentes de financiamiento de la misma.         

Con relación a las líneas de investigación a fortalecer en el futuro, 
el presente libro destaca, en primer lugar, la consideración de una unidad 
de análisis más desagregada que permita evaluar específicamente el impacto 
del conflicto a nivel de instituciones educativas o estudiantes dadas las 
limitaciones que surgen en la agregación de datos en el caso municipal. En 
esta línea se pueden considerar diferencias en los grupos al margen de la 
ley y su impacto en el rendimiento. Esta mayor desagregación de la unidad 
de análisis que requiere georreferenciación puede complementarse con 
metodologías más precisas de evaluación de impacto que permitan detallar 
las incidencias en diferentes escenarios socioeconómicos, institucionales y 
espaciales. Lo anterior permite una mejor caracterización de los efectos y 
un mayor soporte al diseño de políticas focalizadas y diferenciales dirigidas 
a mejorar las condiciones de aprendizaje y de desempeño académico de la 
población en edad escolar.  

En segundo lugar, resulta pertinente profundizar en los impactos 
que ha tenido el covid-19 sobre las variables de deserción y rendimiento 
académico en el país en zonas afectadas y no afectadas por el conflicto. Esta 
distinción es importante dada la doble penalización que pueden tener estos 
grupos poblaciones por la doble condición de desventaja que tienen: tener 
pocos recursos económicos y ser afectados por el conflicto. La pandemia ha 
implicado cambios profundos en múltiples dimensiones, dentro de ellas la 
educativa que ha llevado a modificar metodologías, contenidos y dinámicas 
escolares con implicaciones directas sobre el proceso de aprendizaje y el 
rendimiento académico de los estudiantes. Estos cambios han afectado a los 
grupos demográficos de forma diferencial dadas las condiciones asimétricas 
de acceso a tecnologías de información y comunicación y a los cambios en 
el entorno socioeconómico de los hogares que vieron reducido su ingreso 
durante la pandemia. 
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Finalmente, es necesario profundizar en la relación entre las brechas 
de rendimiento académico presente y las brechas económicas a futuro. 
Colombia es históricamente uno de los países más desiguales de la región 
con importantes connotaciones entre lo urbano y lo rural y entre altas y bajas 
dotaciones de capital humano. En este contexto, la educación desempeña un 
papel fundamental en la reducción de dichas brechas económicas. Mayores 
niveles educativos están asociados a mayores niveles de ingreso y, por tanto, 
a mejores condiciones de vida en general. Bajo esta perspectiva, los grandes 
diferenciales en rendimiento académico a nivel espacial son solo una etapa 
de un proceso más amplio de reproducción de desigualdades que crece en 
el largo plazo en la medida en que las condiciones iniciales son cada vez 
más diferentes entre los grupos sociodemográficos. Identificar las brechas 
educativas y su relación con las brechas económicas contribuye al análisis y 
discusión para lograr una sociedad más justa, con mayores oportunidades y 
con un mayor nivel de bienestar.  
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